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Guía de uso de la colección


 La colección “Todo Administración Local” ha sido concebida con el propósito de convertirse en referencia bibliográfica obligada para los operadores locales en la práctica diaria de la actividad municipal.

Cada uno de los libros que conforman la colección, aborda un bloque de materias de incuestionable interés para poder entender cómo opera y cómo se está transformando la Administración Local en siglo XXI para convertirse en una Administración más eficiente, más transparente y, por supuesto, más digital e interconectada con los ciudadanos.

Participan en esta colección un amplio equipo de expertos municipalistas capaces de sintetizar no solo los fundamentos y principios jurídicos que sustentan cada uno de los bloques de materias sino que, además, reúnen el perfil idóneo para poder aterrizar esas materias desde el punto de vista de la práctica diaria de la gestión municipal.

Todo Administración Local compendia en 12 libros los bloques de materias sobre los que se sostiene la práctica diaria de cualquier entidad local:


	
-  Régimen competencial, organizativo y de funcionamiento de las Entidades locales.

	
-   Régimen de Bienes.

	
-  Transparencia y acceso a la información pública-Protección de datos.

	
-   Procedimiento administrativo.

	
-  Contratación Pública.

	
-  Servicios Públicos.

	
-  Subvenciones.

	
-  Urbanismo.

	
-  Función Pública.

	
-  Gestión presupuestaria y Control interno.

	
-  Contabilidad

	
-  Gestión de ingresos



Todos y cada uno de los libros parten de una sistemática común que ha sido minuciosamente trazada y diseñada para ofrecer al operador local todas las coordenadas que precisa para desenvolverse eficazmente en las diferentes parcelas de la actividad municipal.

Los contenidos de cada bloque de materias no son completamente lineales, sino que intercalan diferentes SECCIONES que establecen digresiones sobre el argumento principal, con vistas a facilitar una lectura ágil y una asimilación rápida de la información:


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Normativa estatal y autonómica.

Doctrina de interés, Jurisprudencia, Órganos administrativos.

Expedientes.

Consultas.



NORMATIVA DESTACADA • La legislación fundamental (referencias normativas y/o extractos de su articulado).


LE INTERESA CONSULTAR… • Recomendaciones de artículos doctrinales, sentencias, dictámenes, consultas, Esquemas, Infografías, etc.


ATENCIÓN!!! • Se intercalan en el texto numerosas llamadas de atención resaltando alguna materia por su actualidad o especial interés.



EJEMPLOS PRÁCTICOS

• Ejemplos prácticos que facilitan la aplicación y mejor comprensión de la materia tratada.




AL DETALLE • Este tipo de referencias permiten bajar al detalle la materia tratada, haciendo especial mención a especialidades o supuestos más específicos o excepcionales.



DE UN VISTAZO • Resumen visual de lo fundamental. Una especie de conclusión del epígrafe.


En definitiva, estamos ante una colección que conceptualmente trata de adaptarse a las necesidades del operador local del siglo XXI, no solo mediante la transferencia de conocimiento de sus autores sino sobre todo aportando soluciones concretas y respuestas claras a los problemas que plantea un marco regulatorio cada vez más complejo y cambiante.






Presentación


 La sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, constituyó un hito en la concepción del urbanismo en nuestro país y en la configuración del marco regulador de esta institución. La determinación del orden competencial entre el Estado y las comunidades autónomas, provocó la aprobación en cascada de las legislaciones urbanísticas autonómicas hasta completarse dicho proceso legislativo en todas las comunidades.

Sin perjuicio, no obstante, de las determinaciones básicas contenidas en la legislación estatal de suelo, los legisladores autonómicos han asumido y desarrollado con normas de rango de Ley sus competencias en materia de ordenación del territorio y urbanismo.

La ordenación territorial y urbanística se ha constituido, pues, en una herramienta de los poderes públicos autonómicos en orden a establecer el marco de actuación para el ejercicio por parte de los propietarios de sus derechos de edificación o construcción y uso del suelo, incluidos el subsuelo y el vuelo, así como para imponer limitaciones.

De este modo, los desarrollos urbanísticos que transforman el territorio desde su inicial vocación y destino natural, hasta su conversión en ciudad, como ámbito donde se desenvuelve la actividad humana, tienen como mecanismo de previsión, ejecución y control, tres etapas muy definidas: la planificación urbanística que ordena el terreno configurando los usos admisibles y las condiciones para su ejercicio; la gestión jurídica de la transformación del territorio y la consecuente ejecución física de esa actividad transformadora; y la disciplina urbanística que fiscaliza a priori el cumplimiento de las condiciones de ordenación, sometiendo a licencia o declaración responsable los actos de edificación, junto con la intervención de la Administración como policía administrativa respecto de las actuaciones ejecutadas sin título habilitante o contraviniendo sus determinaciones.

Las tres etapas (planeamiento, gestión y disciplina urbanística) están configuradas de forma particular por cada legislación autonómica, sin perjuicio de las disposiciones básicas que resultan de la legislación estatal de suelo, por lo que el desarrollo de cada actuación urbanística y las potestades propias de las Administraciones competentes (Administración autonómica y local) se desarrollará de forma diferenciada en cada una de ellas.

Resulta, pues, esencial conocer las instituciones básicas aplicables a todo proceso urbanístico sobre la base de la regulación autonómica aplicable, por cuanto en modo alguno podríamos afrontar el desarrollo de una actuación, ya desde la esfera del sector privado, ya desde la óptica de la Administración actuante, sin el conocimiento específico de la normativa autonómica.

Ello no obsta, sin embargo, a que el análisis que en esta monografía se realiza de la materia, contenga un pormenorizado estudio de instituciones comunes en todos los marcos regulatorios autonómicos, como puede ser la distinción entre el planeamiento general y de desarrollo, la institución reparcelatoria como mecanismo de equidistribución de beneficios y cargas, las características propias de las licencias urbanísticas o la aplicación de las medidas de restitución de la legalidad y la regulación de los procedimientos sancionadores urbanísticos.








Capítulo I Distribución competencial entre Administraciones





Documentación relacionada


 Legislación estatal

Constitución española de 1978.

Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.

Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones.

Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo.

Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de suelo.

Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas.

Legislación autonómica

Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía.

Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de urbanismo de Cataluña.

Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia.

Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León.

Decreto legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell de aprobación del texto refundido de la Ley de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje de Valencia.

Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y urbanística sostenible de Extremadura.

Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo del País Vasco.

Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias.

Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia.

Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de la Comunidad de Madrid.

Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Navarra.

Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha.

Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo del Principado de Asturias.

Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Islas Baleares

Decreto-Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón.

Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria.

Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja.

Jurisprudencia

STC 164/2001, de 11 de julio.

STS 61/1997, de 20 de marzo. 

Doctrina

AROZAMENA SIERRA, Jerónimo, «Consideraciones sobre el artículo 47 de la Constitución. La vivienda y el urbanismo en la Constitución». (LA LEY 23033/2001)

PEMÁN GAVIN, Ignacio, «Límites contenidos en el artículo 149.1 de la Constitución Española a las competencias autonómicas en materia de ordenación del territorio y urbanismo». (LA LEY 15097/2001)

VÍRGALA FORURIA, Eduardo, «La sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997 y el ejercicio de la delegación legislativa». (LA LEY 11867/2001)

BARNES VÁZQUEZ, Javier, «La distribución de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas en materia de urbanismo. Una síntesis de los criterios fundamentales a la luz de la sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997». (LA LEY 21705/2001)

RODRÍGUEZ GARCÍA, Carlos Javier, «La supletoriedad, persistente interrogante legislativo». (LA LEY 21634/2001)








1 El urbanismo en la Constitución Española


 1.  El artículo 47

Referido al derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada, el artículo 47 CE contiene un principio rector vinculante en materia de urbanismo. Efectivamente, el derecho a la vivienda tiene como base una previsión constitucional sobre una adecuada utilización del suelo, lo que ha venido a considerarse como la referencia constitucional al urbanismo.

Dispone el artículo 47 CE que «todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos».

El precepto hace referencia a determinados conceptos que tienen una naturaleza netamente urbanística, como es la utilización del suelo, el interés general, la especulación y las plusvalías urbanísticas. Por eso es comúnmente aceptado que el artículo 47 CE constituye la regulación del urbanismo en la Carta Magna.

ATENCIÓN!!! La utilización del suelo de acuerdo con el interés general, la proscripción de la especulación y la obligación de ceder las plusvalías que genere la acción urbanística, constituyen el sustrato de la acción urbanística contenido en el artículo 47 CE.


1.1.  Su relación con el artículo 33 CE

Este precepto debe interpretarse y aplicarse íntimamente relacionado con el artículo 33 CE que refiere distintas instituciones a considerar en los desarrollos urbanísticos: «1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. 2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes. 3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes».

El reconocimiento constitucional de la propiedad privada permite reconocer la iniciativa de esta naturaleza en las actuaciones de transformación urbanística y en las edificatorias junto con la iniciativa que parta de las Administraciones Públicas o de las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas. El artículo 8.2 LS 2015 atribuye a los propietarios, en los casos de reconocimiento de la iniciativa privada para la transformación urbanística o la actuación edificatoria del ámbito de que se trate, la legitimación para redactar y presentar a tramitación los instrumentos de ordenación y gestión precisos, según la legislación aplicable. Antes, el artículo 8.1 LS 2015 considera como propietarios a efectos de ejercer la iniciativa en las actuaciones de transformación urbanística y edificatorias cuando se trate de actuaciones sobre el medio urbano, a las comunidades y agrupaciones de comunidades de propietarios, las cooperativas de vivienda constituidas al efecto, los propietarios de construcciones, edificaciones y fincas urbanas, los titulares de derechos reales o de aprovechamiento, y las empresas, entidades o sociedades que intervengan en nombre de cualesquiera de los sujetos anteriores.

Y, en el artículo 12.2 LS 2015, al regular el alcance del contenido del derecho de propiedad del suelo, se señala que «las facultades del propietario alcanzan al vuelo y al subsuelo hasta donde determinen los instrumentos de ordenación urbanística, de conformidad con las leyes aplicables y con las limitaciones y servidumbres que requiera la protección del dominio público».

En cuanto a la delimitación del derecho de propiedad por la función social de su ejercicio, el Título VII LS 2015 regula los mecanismos de venta y sustitución forzosas u otras consecuencias derivadas de la legislación sobre ordenación territorial y urbanística para el caso de incumplimiento de dicha función, relacionada ésta con los deberes establecidos en la propia legislación estatal de suelo.

Finalmente, en cuanto a la privación de los bienes y derechos por causa justificada de utilidad pública o interés social, esta causa puede resultar justificada en la iniciativa pública en la ejecución del planeamiento a través de la institución expropiatoria, por lo que ésta puede aplicarse, no solo por incumplimiento de la función social de la propiedad, sino como modalidad de iniciativa pública, aunque debidamente justificada.

1.2.  Su relación con el artículo 45 CE

El principio de utilización del suelo de acuerdo con el interés general regulado en el artículo 47 CE está íntimamente relacionado con el derecho al disfrute de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo.

Tal derecho y deber se establece en el artículo 45 CE imponiendo a los poderes públicos el deber de velar «por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva». A tal efecto, el citado artículo 45 prevé que quienes «violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado», constituyendo manifestación de esta previsión constitucional la regulación contenida en el Título XVI del Código Penal sobre los «delitos relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patrimonio histórico y el medio ambiente».

1.3.  Participación de la comunidad en las plusvalías urbanísticas

El último inciso del artículo 47 CE prevé la participación de la comunidad en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos, constituyendo este principio constitucional un elemento intermedio entre la plena liberación y la socialización del urbanismo; efectivamente, la aplicación de este principio permite garantizar el derecho de propiedad privada y la participación de los propietarios en la iniciativa urbanística, cumpliendo las obligaciones de urbanización inherentes al desarrollo urbanístico, pero también resultando adjudicatarios de las parcelas resultantes de la reorganización de la propiedad conforme a las determinaciones del planeamiento.

Pero, a su vez, la comunidad participará en las plusvalías económicas generadas por la actuación urbanística de las que, en principio, resultarían beneficiarios los propietarios en las condiciones que se determinen por la legislación urbanística.

Esta participación de la comunidad se manifiesta en las operaciones de equidistribución desde una doble vertiente: la cesión obligatoria y gratuita a la Administración de los terrenos dotacionales que resulten de la ordenación urbanística, cuya manifestación se recoge en el artículo 18.1.a LS 2015 («entregar a la Administración competente el suelo reservado para viales, espacios libres, zonas verdes y restantes dotaciones públicas incluidas en la propia actuación o adscritas a ella para su obtención»); y la cesión también obligatoria y gratuita de suelo con aprovechamiento lucrativo urbanizado («entregar a la Administración competente, y con destino a patrimonio público de suelo, el suelo libre de cargas de urbanización correspondiente al porcentaje de la edificabilidad media ponderada de la actuación, o del ámbito superior de referencia en que ésta se incluya, que fije la legislación reguladora de la ordenación territorial y urbanística»).

El legislador estatal de suelo ha concretado la cesión de suelo con aprovechamiento lucrativo en un porcentaje no inferior al 5 por ciento ni superior al 15 por ciento, facultando al legislador autonómico «permitir, excepcionalmente, reducir o incrementar este porcentaje de forma proporcionada y motivada, hasta alcanzar un máximo del 20 por ciento en el caso de su incremento, para las actuaciones o los ámbitos en los que el valor de las parcelas resultantes sea sensiblemente inferior o superior, respectivamente, al medio en los restantes de su misma categoría de suelo. La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá determinar los casos y condiciones en que quepa sustituir la entrega del suelo por otras formas de cumplimiento del deber, excepto cuando pueda cumplirse con suelo destinado a vivienda sometida a algún régimen de protección pública en virtud de la reserva a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 20» .

ATENCIÓN!!! Las previsiones contenidas en el artículo 47 CE sobre la actividad urbanística, deben ponerse en relación con las contenidas en el artículo 33 sobre el derecho de propiedad y 45 sobre el derecho al disfrute de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona.


2.  El artículo 148.1.3º

Entre las competencias que el artículo 148 CE atribuye a las comunidades autónomas se encuentra el urbanismo junto a la ordenación del territorio y vivienda, lo que no obsta a que el Estado contenga previsiones urbanísticas en su legislación básica, como hemos podido comprobar en las citas realizadas en el apartado anterior sobre texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.

Esta dualidad competencial debe contemplarse como una legitimación del Estado para condicionar la política y actividad urbanística de las comunidades autónomas, pero no debe interpretarse la doble competencia urbanística como una de carácter básico por el Estado y otra de desarrollo autonómico.

Las comunidades autónomas ejercen competencias plenas y exclusivas en materia de urbanismo, sin perjuicio del condicionante que resulta de la legislación del Estado en materia de su competencia con incidencia directa en las instituciones y actividad urbanística, como más adelante desarrollaremos.

Entre las competencias exclusivas del Estado reguladas en el artículo 149.1 CE que tienen incidencia en la actividad urbanística se encuentran la «regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales» (regla 1ª); la «legislación civil» (regla 8ª); la regulación sobre «las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica» (regla 13ª); las «bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas», «el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas» (regla 18ª); «la legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias» (regla 23ª).

Por eso, debemos concluir que las comunidades autónomas ejercen competencias exclusivas en materia de urbanismo, competencia que se verá modulada por la intervención estatal en materia de su competencia, con incidencia transversal sobre el urbanismo.







2 La sentencia del TC 61/1997


 La sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, constituye un pronunciamiento clarificador del régimen de distribución de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas en materia de urbanismo.

Los autos de la sentencia tuvieron su origen en recursos acumulados contra el texto refundido de las disposiciones legales estatales vigentes sobre suelo y ordenación urbana con regularización, aclaración y armonización, dictado a resultas de la habilitación de la disposición adicional 2ª de la Ley 8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo (Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana).

El fallo de la sentencia declaró la nulidad de casi tres cuartas partes del articulado del texto refundido de 1992, pronunciándose de forma expresa sobre el reconocimiento en favor del Estado sobre tres materias básicas: la propiedad urbana, tanto en su dimensión civil (art. 148.1.8ª CE) como pública en cuanto a la intervención sobre la propiedad (art. 33 CE); la expropiación forzosa y los criterios de valoración; y la responsabilidad administrativa.

El desarrollo legislativo que puede acometer el Estado en estas tres materias, puede tener y, de hecho, así ocurre, una incidencia fundamental en el ejercicio de la competencia exclusiva autonómica en materia de urbanismo.

1.  Competencia exclusiva el Estado: estatuto básico de la propiedad

El reconocimiento igualitario de un estatuto básico de la propiedad el suelo para los propietarios fue reconocido en la sentencia diciendo que «al Estado le compete regular las "condiciones básicas" que garanticen la "igualdad" de todos los propietarios del suelo en el ejercicio de su derecho de propiedad urbana, es decir, la "igualdad básica" en lo que se refiere a las valoraciones y al régimen urbanístico de la propiedad del suelo».

Por eso el legislador estatal no puede ni debe regular las clases urbanísticas del suelo, es decir, los criterios para la clasificación del suelo, cuya competencia es exclusiva autonómica, sino las situaciones básicas del suelo a efectos de regular el estatuto básico de la propiedad según dicha situación. La clasificación del suelo junto con otras instituciones o técnicas urbanísticas como pueden ser los instrumentos de planeamiento o las técnicas de gestión urbanística, se enmarcan dentro de las competencias exclusivas autonómicas.

Al regular el legislador estatal las situaciones básicas del suelo, situación de rústico y urbanizado, está dando cumplimiento a la interpretación constitucional de atribuir al Estado competencias sobre el estatuto de la propiedad (art. 11 LS 2015), diferenciando las facultades inherentes al contenido del derecho de propiedad del suelo en situación rural (art. 13 LS 2015) y en situación de urbanizado (art. 14 LS 2015), así como los deberes y cargas propios del contenido del derecho de propiedad del suelo en situación rural o vacante de edificación (art. 16 LS 2015) y en situación de urbanizado (art. 17 LS 2015).

Este estatuto de la propiedad en función de la situación del suelo, se pormenoriza en las actuaciones urbanísticas definiendo los deberes de cesión, urbanización y equidistribución, que habrán de ser acogidos por las legislaciones urbanísticas autonómicas.

En resumen, la doctrina ha resumido el contenido de la sentencia del TC 61/1997 reconociendo que al legislador estatal le competente regular principios básicos referidos al estatuto de la propiedad del suelo, pero las comunidades autónomas ostentan competencias exclusivas en cuanto a las técnicas e instrumentos de planificación y gestión urbanística.

ATENCIÓN!!! La sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo constituye un pronunciamiento clarificador del régimen de distribución de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas en materia de urbanismo.


2.  Competencia del Estado sobre expropiación forzosa y responsabilidad patrimonial

La regla 18ª del artículo 149.1 CE atribuye al Estado competencia exclusiva, entre otras materias que cita, sobre legislación de expropiación forzosa y legislación básica sobre el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas.

En materia de expropiación forzosa, el sentido de atribuir la competencia exclusiva al Estado está relacionada con la competencia también estatal de garantizar las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales. Regulando de forma unitaria los criterios de valoración de los bienes y derechos a efectos expropiatorios, se garantiza un principio de uniformidad en la aplicación de tales criterios en todo el territorio nacional.

Este es el alcance de la atribución competencia al Estado en materia expropiatoria, sin perjuicio de resultar igualmente de aplicación el principio de expropiación regulado en la Ley de Expropiación Forzosa; no obstante, sobre esta cuestión procedimental las comunidades autónomas sí ostentan competencias, siendo práctica generalizada que los legisladores autonómicos en materia urbanística hayan regulado un procedimiento específico aplicable a las expropiaciones de esta naturaleza, el de tasación conjunta, caracterizado porque la resolución aprobatoria del expediente tramitado implicará la declaración de urgencia de la ocupación de los bienes y derechos afectados.

Tampoco alcanza la competencia exclusiva del Estado en materia de expropiación forzosa en la determinación de la causa expropiandi, es decir, en la determinación de los diferentes supuestos de naturaleza urbanística que legitiman a la Administración a utilizar la institución expropiatoria para la adquisición de bienes y derechos.

La fijación de la causa expropiandi es compartida pues, tanto el Estado puede determinarla, como ocurre con la previsión del artículo 49.1 LS 2015 en el caso de incumplimiento de la función social de la propiedad, como las comunidades autónomas en sus respectivas legislaciones urbanísticas determinan expresamente en qué supuestos procederá la expropiación forzosa por razón de urbanismo.

En cuanto a la responsabilidad patrimonial, tiene dicho la sentencia del TC 61/1997 que es de la competencia del Estado el establecimiento del sistema general indemnizatorio, sin perjuicio de que las comunidades autónomas puedan establecer también otros supuestos indemnizatorios específicos: «El art. 149.1.18. C.E. no puede excluir que, además de esa normativa común que representa el sistema de responsabilidad para todo el territorio, las Comunidades Autónomas puedan establecer otros supuestos indemnizatorios en concepto de responsabilidad administrativa, siempre que, naturalmente, respeten aquellas normas estatales con las que en todo caso habrán de cohonestarse y sirvan al desarrollo de una política sectorial determinada. En ese sentido, la eventual regulación de nuevos supuestos indemnizatorios en el ámbito de las competencias exclusivas autonómicas constituye una garantía —indemnizatoria— que se superpone a la garantía indemnizatoria general que al Estado compete establecer».

Sin embargo, la regulación autonómica sobre indemnizaciones por razón de urbanismo, suele limitarse con carácter general, a determinar que tiene carácter indemnizable el valor de las plantaciones, instalaciones, construcciones y usos legalmente existentes en los terrenos originarios que tengan que desaparecer necesariamente para poder llevar a cabo la ejecución del instrumento de planeamiento.

De este modo, es el legislador estatal el que ha regulado los supuestos indemnizatorios por «la alteración de las condiciones de ejercicio de la ejecución de la urbanización, o de las condiciones de participación de los propietarios en ella, por cambio de la ordenación territorial o urbanística o del acto o negocio de la adjudicación de dicha actividad», por la imposición de «vinculaciones y limitaciones singulares que excedan de los deberes legalmente establecidos respecto de construcciones y edificaciones, o lleven consigo una restricción de la edificabilidad o el uso que no sea susceptible de distribución equitativa», por «la modificación o extinción de la eficacia de los títulos administrativos habilitantes de obras y actividades, determinadas por el cambio sobrevenido de la ordenación territorial o urbanística», por «la anulación de los títulos administrativos habilitantes de obras y actividades, así como la demora injustificada en su otorgamiento y su denegación improcedente», y por «la ocupación de terrenos destinados por la ordenación territorial y urbanística a dotaciones públicas, por el período de tiempo que medie desde la ocupación de los mismos hasta la aprobación definitiva del instrumento por el que se le adjudiquen al propietario otros de valor equivalente». (Art. 48 LS 2015).







3 La supletoriedad del derecho estatal


 El artículo 149.3 CE establece que «las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las comunidades autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las comunidades autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las comunidades autónomas».

La sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997 ha confirmado la legitimación del legislador estatal de aprobar normas de carácter supletorio para suplir las lagunas normativas en materia de competencia autonómica exclusiva. Y es que el Estado, en cuanto debe ofrecer un marco global urbanístico para las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, tiene constituido un compendio normativo supletorio para las comunidades autónomas.

Señala la sentencia que «es evidente que el Estado no puede dictar normas supletorias al carecer de un título competencial específico que así lo legitime», excediéndose de la facultad atribuida por el artículo 149.3 CE.

En base a estos argumentos, cuyo desarrollo ha sido copiosamente comentado por la doctrina, el Tribunal Constitucional declaró la nulidad de una gran parte de los artículos del texto refundido de 1992 por la atribución de su carácter supletorio respecto de materias de competencia exclusiva de las comunidades autónomas, pero sin entrar en la valoración de su contenido. Es por ello, que las comunidades autónomas, tras el fallo del constitucional, acogieron el contenido de los preceptos anulados en disposiciones legales con un artículo único: asumir como propio el derecho estatal anulado.

Dejamos citado un voto particular de la sentencia del Tribunal Constitucional emitido por el Magistrado Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, que dejó dicho que «el Estado no precisa de ningún título competencial para dictar normas de carácter supletorio. La supletoriedad es del ordenamiento estatal, no emana de una competencia ni de una norma. Es la consecuencia derivada del ejercicio por parte del Estado de sus potestades para la inserción de sus preceptos en el seno de un ordenamiento que despliega respecto del autonómico esa función de suplencia a la que se refiere el art. 149.3 C.E., en atención a que se trata del ordenamiento del Estado, o sea, de España (art. 1.1 C.E.)».

La sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo constituye, por tanto, un pronunciamiento clarificador del régimen de distribución de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas en materia de urbanismo.

ATENCIÓN!!! El Estado no puede dictar normas de contenido urbanístico de aplicación supletoria en las Comunidades Autónomas.








4 La situación legislativa tras la sentencia 61/1997


 La sentencia generó una situación de caos y confusión normativa por cuanto, a su fecha, solo la comunidad valencia se había dotado de una norma urbanística completa —Ley 6/1994, de 15 de noviembre, reguladora de la actividad urbanística—, mientras que en el resto de comunidades autónomas se aplicaba el texto refundido de 1992.

Es por ese motivo por el que, como hemos anticipado, al dictarse la sentencia las comunidades autónomas asumieron como propio el derecho estatal anulado al objeto de dotarse de un marco normativo urbanístico global hasta tanto la normativa autonómica se aprobase.

1.  Legislación estatal

También el Estado comenzó un proceso legislativo a resultas de la sentencia del Tribunal Constitucional, que comenzó con la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones, cuya exposición de motivos justifica su aprobación en los siguientes términos: «El legislador estatal, que carece constitucionalmente de competencias en materia de urbanismo y de ordenación del territorio en sentido propio, no puede por sí solo afrontar la tarea indicada, a la que sólo puede aportar una solución parcial poniendo a contribución su indiscutible competencia para, como ha reconocido la citada sentencia del Tribunal Constitucional, regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad del suelo en todo el territorio nacional, así como regular otras materias que inciden en el urbanismo como son la expropiación forzosa, las valoraciones, la responsabilidad de las Administraciones públicas o el procedimiento administrativo común».

La sentencia del Tribunal Constitucional 164/2001, de 11 de julio se pronunció sobre la Ley 6/1998 declarando nulo determinados preceptos e imponiendo criterios de interpretación sobre otros, dando lugar a un nuevo proceso legislativo que culminó con la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo. También su exposición de motivos hace un análisis de la situación actual diciendo: «Pero además, del nuevo orden competencial instaurado por el bloque de la constitucionalidad, según ha sido interpretado por la doctrina del Tribunal Constitucional, resulta que a las Comunidades Autónomas les corresponde diseñar y desarrollar sus propias políticas en materia urbanística. Al Estado le corresponde a su vez ejercer ciertas competencias que inciden sobre la materia, pero debiendo evitar condicionarla en lo posible. Aunque el legislador estatal se ha adaptado a este orden, no puede decirse todavía que lo haya asumido o interiorizado plenamente. En los últimos años, el Estado ha legislado de una manera un tanto accidentada, en parte forzado por las circunstancias, pues lo ha hecho a caballo de sucesivos fallos constitucionales. Así, desde que en 1992 se promulgara el último Texto Refundido Estatal de la Ley sobre Régimen de Suelo y Ordenación Urbana, se han sucedido seis reformas o innovaciones de diverso calado, además de las dos operaciones de "legislación negativa" en sendas Sentencias Constitucionales, las número 61/1997 y 164/2001. No puede decirse que tan atropellada evolución —ocho innovaciones en doce años— constituya el marco idóneo en el que las Comunidades Autónomas han de ejercer sus propias competencias legislativas sobre ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. Esta situación no puede superarse añadiendo nuevos retoques y correcciones, sino mediante una renovación más profunda plenamente inspirada en los valores y principios constitucionales antes aludidos, sobre los que siente unas bases comunes en las que la autonomía pueda coexistir con la igualdad».

El Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de suelo refundió los preceptos de la Ley 8/2007 con los vigentes del texto refundido de 1992.

Vigente el texto refundido de 2008, el legislador estatal, reconociendo las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de vivienda y urbanismo, asumió que el Estado no puede mantenerse al margen de la realidad del sector inmobiliario español y, con él, de la economía, ni tampoco de los retos sociales y ambientales planteados, no sólo porque parte de las respuestas corresponden a su ámbito competencial, sino también porque muchas de las exigencias que se demandan en relación con un medio urbano sostenible, proceden en la actualidad de la Unión Europea o de compromisos internacionales asumidos por España; tal justificación motivó la aprobación de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas que complementó el marco normativo estatal en materia de urbanismo.

Finalmente, el vigente Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana afrontó una tarea de refundición del texto refundido de 2008 y la Ley 8/2013, estructurando y ordenando en una única disposición general los preceptos de diferente naturaleza y alcance que contienen aquéllos.

ATENCIÓN!!! La legislación estatal vigente en materia de suelo es el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.


2.  Legislación autonómica

Las 17 comunidades autónomas de nuestro país han asumido sus competencias autonómicas en materia de urbanismo aprobando sus propios textos legales, salvo Ceuta y Melilla, donde son de aplicación directamente las Leyes del Estado.

Ciertamente, en el momento actual, la profusión de normas legislativas y reglamentarias autonómicas configuran un auténtico reino de taifas, ya no solo desde el punto de vista conceptual (por ejemplo, con las distintas terminologías de suelo no urbanizable o suelo rústico para referirse a un suelo de la misma naturaleza), sino por la diferente regulación de las instituciones urbanísticas en sí.

Un ejemplo paradigmático lo constituye la institución del agente urbanizador, regulado con un alcance y contenido muy diferente en Valencia, Castilla-La Mancha y Extremadura, respecto de la regulación en otras comunidades autónomas.

Es característico el caso de la comunidad de Madrid que reguló la figura del agente urbanizador en su Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, pero que, no solo fue modificado, sino eliminado en la modificación operada por la Ley 3/2007, de 26 de julio, de medidas urgentes de modernización del Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid. Dice su exposición de motivos que «otra importante novedad de la Ley es la supresión de la figura del agente urbanizador, que durante su existencia no ha demostrado su eficacia y cuyas funciones podrían entrar en colisión con el derecho de propiedad de numerosos ciudadanos. Igualmente, debe destacarse la prohibición de los convenios urbanísticos de planeamiento, con lo que se fortalece la independencia de los ayuntamientos y se garantiza mejor la transparencia de todas las decisiones urbanísticas».








Capítulo II Planeamiento territorial
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5 El planeamiento territorial como disciplina


 1.  Consideraciones básicas

El derecho de propiedad que las personas físicas y jurídicas ostentan sobre los terrenos lleva inherente al mismo el derecho de uso, disfrute y explotación, así como el derecho de disposición, aunque siempre sujeto a las limitaciones que resulten de la legislación en materia de ordenación territorial y urbanística aplicable por razón de las características y situación del bien. Esta concreta afirmación constituye manifestación expresa de la interrelación entre las diversas normas legales que forman parte del ordenamiento jurídico pues, si bien el primer inciso deriva de la regulación del derecho de propiedad en el Código Civil, el segundo sobre las limitaciones impuestas por la legislación sectorial aplicable, se incluye en la legislación estatal de suelo que contiene los principios básicos referidos al suelo en cuanto recurso natural y también económico.

La ordenación territorial y urbanística, pues, impone limitaciones y establece el marco de actuación para el ejercicio por los propietarios de sus derechos de edificación o construcción y uso del suelo, incluidos el subsuelo y el vuelo.

Sin embargo, los desarrollos urbanísticos que transforman el territorio desde su inicial vocación y destino natural hasta su conversión en ciudad como ámbito donde se desenvuelve la actividad humana, tienen como mecanismo de previsión, ejecución y control, tres etapas muy definidas: la planificación urbanística que ordena el terrenos configurando los usos admisibles y las condiciones para su ejercicio; la gestión jurídica de la transformación del territorio y la consecuente ejecución física de esa actividad transformadora; y la disciplina urbanística que fiscaliza a priori el cumplimiento de las condiciones de ordenación sometiendo a licencia los actos de edificación, junto con la intervención de la Administración como policía administrativa respecto de las actuaciones ejecutadas sin licencia o contraviniendo sus determinaciones.

Como manifestación previa a la planificación urbanística, pero sin obligatoria intervención, se sitúa el ámbito de la planificación del territorio a escala superior a la de los concretos ámbitos de desarrollo urbano.

De este modo, partimos del principio de que la regulación, ordenación, ocupación, transformación y uso del suelo constituyen las distintas fases de la actividad urbanística, que exige ineludiblemente la manifestación de las potestades públicas de la planificación, gestión y disciplina urbanística. También la ordenación territorial constituye una potestad pública cuya manifestación es previa al inicio de la actividad de planificación urbanística, pero sin ser imprescindible para la puesta en marcha de los procesos de desarrollo urbano, aunque sí conveniente.

La ordenación del territorio no constituye un pilar jurídicamente exigible de los desarrollos urbanísticos, aun cuando su planificación condicionará desde luego dicha ordenación, y resulta evidentemente conveniente para que la posterior planificación urbana se sustente sobre sólidas bases de conocimiento y valoración del territorio.

La ordenación del territorio constituye una función pública destinada a establecer una conformación física de éste, acorde con las necesidades de la sociedad en los futuros desarrollos urbanos, cohonestando esta necesidad con la preservación de los espacios naturales y la imposición de criterios de actuación que propicien que aquellos desarrollos sean sostenibles.

La Carta Europea de la Ordenación del Territorio suscrita en 1984 por todos los países de la Comunidad Europea, definió la ordenación territorial como «expresión espacial de las políticas económica, social, cultural y ecológica de toda sociedad» y debe ser democrática, global, funcional y prospectiva, en la que todo ciudadano debe tener la posibilidad de participar por estructuras y procedimientos adecuados, en defensa de sus legítimos intereses y del respeto debido a su cultura y marco de vida.

La acción política, legislativa y administrativa en materia de ordenación del territorio es un hecho reciente en nuestra historia, auspiciada fundamentalmente en nuestro país por la organización del Estado de las Autonomías, en virtud de la atribución competencial a éstas contenida en el artículo 148.1.3ª CE.

Con anterioridad, la legislación urbanística preconstitucional, Ley del suelo de 1.976 en su artículo 7, establecía que «el plan nacional de ordenación determinará las grandes directrices de ordenación del territorio, en coordinación con la planificación económica y social para el mayor bienestar de la población». Y ya en el período constitucional, el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992 señalaba en su artículo 66 que «el Plan Nacional de Ordenación establecerá las grandes directrices territoriales, fijará los fines y objetivos y determinará las prioridades de la acción pública a escala del territorio nacional, de forma que permita la adopción coordinada de las decisiones estratégicas referentes al espacio económico con la calidad de vida y el bienestar social, así como la integración del espacio nacional en el europeo, en el marco de las competencias que constitucionalmente corresponden al Estado».

Sin duda, las dificultades derivadas de la heterogeneidad territorial de la geografía española han justificado el que no se haya elaborado dicho Plan Nacional; y asumiendo las competencias reconocidas en los distintos Estatutos de Autonomía, las comunidades autónomas sí han legislado en materia de ordenación del territorio, definiendo los instrumentos de planeamiento territorial y el objeto de los mismos, y aprobando instrumentos de planeamiento territoriales, ya referidos al ámbito completo de la Comunidad Autónoma, ya a ámbitos territoriales específicos dentro del mismo a modo de planes subregionales.

La STSJ de Baleares de 12 de marzo de 2009 (LA LEY 41542/2009) ha definido con claridad la función y característica propia de la ordenación del territorio, diciendo que esta planificación territorial «afronta el mismo objeto que el urbanismo, pero desde una escala específica y con una perspectiva distinta. La ordenación del territorio hace referencia a magnitudes supralocales, en tanto que el urbanismo ordena la ciudad, y sus decisiones —vinculantes para los planes urbanísticos— afectan a la estructura, disposición y composición de las actividades más determinantes sobre el territorio».

Puede decirse que el objetivo de la ordenación del territorio como disciplina, es el desarrollo equilibrado de las diferentes economías locales o supralocales en un ámbito territorial superior, orientado a la mejora de la calidad de vida y el bienestar en general, así como a la protección del medio ambiente.

De este modo, podemos resumir como objetivos a conseguir con el planeamiento territorial los siguientes:


	
–  Contribuir a la cohesión e integración del territorio que constituya su ámbito y a su desarrollo equilibrado. Este objetivo no se limitará solo al ámbito del plan, sino que sus determinaciones deberán estar inspiradas en los mismos principios del plan territorial de ámbito superior, si existiese.

	
–  Establecer los elementos básicos de la organización y estructura del territorio, siendo el marco de referencia territorial para los demás planes de ámbito inferior y la acción pública en general. En cumplimiento de este objetivo, el plan ha de incluir principios de organización estructural que permitan establecer las bases de la articulación territorial interna y con el exterior.

	
–  La promoción de la cohesión e integración sociales, así como de la solidaridad regional, intermunicipal y municipal.

	
–  La distribución geográfica de las actividades y de los usos del suelo, armonizada con el desarrollo socioeconómico, las potencialidades existentes en el territorio y la protección de la naturaleza y del patrimonio histórico y cultural.

	
–  Para la adecuada distribución de actividades y usos, el plan territorial propondrá un desarrollo racional y equilibrado de las actividades en el territorio que, en todo caso, garantice la diversidad y complementariedad de éstas, impida el excesivo e injustificado predominio de unas sobre otras y asegure tanto el óptimo aprovechamiento del recurso singular que representa el suelo como la suficiencia en la dotación y efectiva implantación de infraestructuras y servicios.

	
–  Establecer los criterios y procedimientos necesarios para asegurar la coordinación de las actuaciones con incidencia territorial, desde una visión global referido a su ámbito de actuación.



Los planes territoriales que abarquen el ámbito global de una comunidad autónoma deben comprender y asumir una concepción integral del territorio, comprendiendo desde el suelo y el paisaje hasta la cultura, economía y política, dado que es el territorio el que aporta relieves sociales para la idiosincrasia de los ciudadanos. Por eso, el plan territorial ha de coordinar todas las políticas sectoriales con incidencia en el territorio para aportar coherencia a los desarrollos que se puedan llevar a cabo y para preservar los ámbitos que deben quedar preservados de tales desarrollos.

Esta concepción integral es más propia de los planes territoriales que abarquen un ámbito determinado, ya el propio de la comunidad autónoma, ya el de ámbitos territoriales inferiores y, en todo caso, supralocales. Frente a ellos, los planes territoriales sectoriales no tienen como objeto una concepción integral del territorio, sino una actividad sectorial concreta y determinada con incidencia en la ordenación del territorio.

DE UN VISTAZO El planeamiento territorial abarca un ámbito geográfico superior al municipal, coincidente con el de la propia comunidad autónoma o partes de ésta.


2.  La ordenación del territorio como competencia autonómica

El artículo 148.1.3ª atribuye a las comunidades autónomas competencias en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. Esta única previsión constitucional es suficiente para entender atribuida a las comunidades autónomas las competencias propias para la ordenación territorial de sus ámbitos a través de una previsión de actuaciones sobre su espacio físico con múltiples manifestaciones referidas al desarrollo económico, dotación de infraestructuras, previsión de equipamientos supramunicipales, preservación de espacios rurales y naturales, etc.

Esta amalgama de contenidos hace que difícilmente la ordenación del territorio se configure como una disciplina de exclusiva intervención autonómica, pues muchas de las actuaciones que se contemplarán en los planes territoriales harán referencia a actuaciones de ejecución estatal; piénsese en actuaciones infraestructurales de carreteras, actuaciones hidrológicas, etc.

En las actuaciones y previsiones contempladas en los planes de ordenación del territorio, por tanto, confluirán intereses autonómicos y también estatales, poniendo en relación títulos competenciales y políticas de actuación tanto estatales como autonómicos.

El mandato constitucional es que el ejercicio de la potestad en materia de ordenación del territorio residencia en las comunidades autónomas, sin posibilidad de directa intervención por parte del Estado y de las Administraciones locales, sin perjuicio de que las determinaciones de las disposiciones normativas y de planificación territorial emanadas de las comunidades autónomas incidan en las políticas de actuación del Estado y en las competencias urbanísticas de las entidades locales.

Como correlato de la competencia autonómica atribuida por la constitución, los Estatutos de Autonomía han recogido como competencia propia la ordenación del territorio, que incluye que «incluye, en todo caso el establecimiento y regulación de las directrices y figuras de planeamiento territorial, las previsiones sobre emplazamientos de infraestructuras y equipamientos, la promoción del equilibrio territorial y la adecuada protección ambiental» (art. 56.5 del Estatuto de Autonomía de Andalucía).

Con mayor desglose, el Estatuto de Autonomía de Cataluña (art. 149) incluye en la materia propia de la ordenación del territorio: «a) El establecimiento de las directrices de ordenación y gestión del territorio, del paisaje y de las actuaciones que inciden en los mismos. b) El establecimiento y la regulación de las figuras de planeamiento territorial y del procedimiento para su tramitación y aprobación. c) El establecimiento y la regulación de las figuras de protección de espacios naturales y de corredores biológicos conforme a lo previsto en el artículo 144.2. d) Las previsiones sobre emplazamientos de las infraestructuras y los equipamientos de competencia de la Generalitat. e) La determinación de medidas específicas de promoción del equilibrio territorial, demográfico, socioeconómico y ambiental». Regulación similar se contiene en el Estatuto de Autonomía de Canarias (art. 156).

Como particularidad, autonomías como Aragón recogen igualmente la ordenación del territorio como competencia propia, pero con la previsión de que ésta, en sus vertientes de potestad legislativa, la potestad reglamentaria, la función ejecutiva y el establecimiento de políticas propias, se ejercerá respetando lo dispuesto en los artículos 140 (autonomía local) y 149.1 (competencias exclusivas estatales) de la Constitución.

La indudable interrelación de la ordenación del territorio con otras materias de competencias estatal ha servido a la doctrina para atribuir tres características propias a la ordenación del territorio: a) Constituye una materia de materias; b) Es una materia que guarda importantes conexiones con otras, resultando afectada por ellas en su régimen de delimitación y de ejercicio (por lo que resulta plenamente aplicable la teoría de las materias conexas, a fin de averiguar cual dentro de ellas aparece dotada del título competencial más específico); c) Por último, en orden decreciente de concreción la ordenación del territorio guarda relación con otras materias (y las competencias y funciones correspondientes a las mismas) que instrumentalmente sirven a fines, objetivos e intereses semejantes.

A modo de conclusión, podemos mantener siguiendo al profesor Escribano Collado que «mientras que a la comunidad autónoma le corresponde la competencia para formular la política territorial, de ordenación global de su propio territorio, de definición de los instrumentos de actuación y de las previsiones de ejercicio de aquellas de sus competencias que inciden sobre el territorio, el Estado se reserva sobre éste actuaciones sectoriales específicas que, sin duda, condicionan la validez de dicha política autonómica, lo que a la postre remite a la necesidad de definir previamente mecanismos o fórmulas de coordinación respecto de tales actuaciones». O dicho de otro modo, el ejercicio de la competencia autonómica en ordenación del territorio resulta condicionado por las competencias sectoriales estatales, aunque desde estos ámbitos competenciales no podrá realizarse una ordenación del territorio ni de los usos del suelo.


AL DETALLE La ordenación del territorio constituye una materia atribuida competencialmente por la Constitución a las comunidades autónomas, pero sobre ella inciden materias de competencia sectorial estatal.









6 Planes y actuaciones con incidencia territorial


 Los legisladores autonómicos tienen identificadas las actividades de planificación y las actuaciones que tienen incidencia en el territorio.

Los planes con incidencia en la ordenación del territorio deben realizar y contener un análisis y diagnóstico del sector al que se refieren, especificando los objetivos territoriales a conseguir de acuerdo con las necesidades sectoriales y justificar la coherencia de sus contenidos con el plan territorial autonómico, si existiese y con las determinaciones de los ámbitos territoriales de ámbito inferior.

Por su parte, las actuaciones con incidencia en la ordenación del territorio son aquellas actividades de intervención singular que se efectúen en ausencia de plan territorial o no estén contempladas en alguno de ellos. Éstas deben ser objeto de fiscalización por el órgano autonómico territorial competente previamente a su autorización, generalmente mediante la emisión de informe que se pronuncie de forma favorable a su implantación por quedar garantizada la coherencia de los proyectos singulares que las prevean con los objetivos, criterios y determinaciones de la ordenación del territorio contenidos en los planes territoriales existentes y, en su caso, establecer las medidas que deban adoptarse para su correcta ejecución.

ATENCIÓN!!! Las actuaciones con incidencia en el territorio no están contempladas en la ordenación de planes territoriales preexistentes pero, por su incidencia territorial, han de ser objeto de fiscalización autonómica previa a la aprobación de su implantación.


1.  Planes con incidencia territorial

A modo de ejemplo, relacionamos a continuación materias sectoriales con incidencia en el territorio que pueden ser objeto de planificación territorial:


	
–  Planificación de ámbito regional y subregional de la red de carreteras.

	
–  Planificación de la red de carreteras de interés general del Estado.

	
–  Planificación de la red ferroviaria.

	
–  Planificación de ámbito regional y subregional del transporte público.

	
–  Planificación regional de centros de transporte de mercancías y de centros de actividades logísticas del transporte.

	
–  Planificación regional de los puertos de competencia de la Comunidad Autónoma.

	
–  Planificación de puertos de interés general del Estado.

	
–  Planificación de aeropuertos.

	
–  Planificación hidrológica.

	
–  Planificación regional y subregional de infraestructuras de aducción y depuración de aguas.

	
–  Planificación de infraestructuras y equipamientos para la gestión de los residuos.

	
–  Planes de desarrollo y programas operativos para un ámbito territorial.

	
–  Planes de ordenación de recursos naturales.

	
–  Planificación de infraestructuras energéticas.

	
–  Plan Andaluz de Acción por el Clima.

	
–  Planificación regional o supramunicipal en materia de vivienda.

	
–  Planificación regional o supramunicipal en materia de instalaciones deportivas.



2.  Actuaciones con incidencia en la ordenación del territorio

Y, como actuaciones con incidencia en la ordenación del territorio, podemos dejar referidas las siguientes:


	
–  Nuevas carreteras, modificación de la clasificación o de la categoría de las carreteras.

	
–  Nuevas líneas ferroviarias, ampliación, cierre o reducción de las existentes.

	
–  Centros de transporte de mercancías y centros de actividades logísticas del transporte.

	
–  Nuevos puertos y aeropuertos o cambio de su funcionalidad.

	
–  Embalses destinados a abastecimiento de agua a poblaciones o para regadíos

	
–  Infraestructuras supramunicipales de aducción y depuración de aguas.

	
–  Infraestructuras y equipamiento ambiental para el tratamiento de residuos.

	
–  Alteración de límites de términos municipales.

	
–  Creación de Áreas Metropolitanas.

	
–  Localización de equipamientos o servicios supramunicipales referida a las siguientes materias:
	
a)  Educación: Centros de enseñanza secundaria posobligatoria.

	
b)  Sanidad: Áreas sanitarias, hospitales, centros de especialidades y helipuertos sanitarios.

	
c)  Servicios Sociales: Centros de servicios sociales comunitarios y centros de servicios sociales especializados.

	
d)  Servicios Públicos: Parque de bomberos, Servicios de Protección Civil y Policía.

	
e)  Deportes: Instalaciones y equipamientos deportivos.

	
f)  Localización de grandes establecimientos comerciales, turísticos e industriales no previstos expresamente en el Planeamiento urbanístico general.





	
–  Actuaciones residenciales de interés supramunicipal con destino preferente a viviendas protegidas o turísticas.



LE INTERESA CONSULTAR La relación de planes y actuaciones con incidencia territorial que debe venir contenida en documentos anexos de las legislaciones autonómicas de ordenación del territorio.








7 Distinción entre planeamiento territorial y urbanístico


 Las disciplinas de la ordenación del territorio y la ordenación urbanística comparten un mismo ámbito espacial y material, por cuanto ambas inciden sobre el territorio y ambas se sirven de instrumentos de planificación de sus objetivos.

Sin embargo, siendo diferentes en sus objetivos, las relaciones entre ambas deben plasmarse por la aplicación de los principios de especialidad y competencia.

Teniendo el territorio como elemento común denominador, una primera diferencia entre ambas es que la ordenación territorial se refiere a un ámbito territorial más extenso que el propio de la planificación urbanística, ya que éste abarca, a lo sumo, los límites del término municipal de que se trate, restringiéndose a medida que el instrumento de planeamiento se pormenoriza en un ámbito más concreto. Por su parte, el planeamiento territorial no se circunscribe en ningún caso en los límites del término municipal, excediendo de éste para abarcar un ámbito supramunicipal, coincidente o no con el de la Administración autonómica de que se trata, habida cuenta que hemos dejado indicado que no existe un plan nacional de ordenación o un plan supraautonómico que exceda de los límites de una comunidad autónoma.

El planeamiento territorial tiene una vocación de estructuración de un territorio conteniendo determinaciones dirigidas a diferentes administraciones territoriales, fundamentalmente locales, así como de previsión organizativa de implantación de las grandes infraestructuras, espacios de asentamientos, focos productivos o de implementación de medidas de protección del suelo y de preservación de la actividad urbanística.

El planeamiento urbanístico municipal se mueve en una escala inferior en lo territorial y en cuanto a la pormenorización de los usos sobre el terreno, siendo propio de su contenido una mayor concreción en el establecimiento e imposición de vinculaciones concretas de uso sobre su ámbito; tal pormenorización llega a exigir que toda la superficie a que se refiere ha de resultar afectada por sus determinaciones, hasta el punto que ni un metro cuadrado de su ámbito quede sin contenido en cuanto a clasificación, calificación u ordenación.

DE UN VISTAZO Un elemento diferenciador entre un plan territorial y un plan urbanístico lo encontramos en la escala de su planimetría; así, en un plan territorial autonómico es frecuente el recurso a la escala 1/500.000 o 1/250.000 en un plan sectorial. Sin embargo, los planes generales urbanísticos no suelen tener una escala mayor a 1/1.000.


La propia diferenciación entre el contenido de un instrumento de planeamiento urbanístico general y uno de ordenación territorial la encontramos en el índice de sus documentos.


EJEMPLO PRÁCTICO

Índice de un plan general de ordenación urbana:

1. MEMORIAS.


	
1.1.  Memoria de Información

	
1.2.  Memoria de Ordenación y Justificación

	
1.3.  Memoria de Participación Pública



2. NORMAS URBANÍSTICAS


	
2.1.  Normas Urbanísticas

	
2.2.  Anexo Fichas



3. PROGRAMA DE ACTUACIÓN Y ESTUDIO ECONÓMICO FINANCIERO

4. DOCUMENTACIÓN PLANIMÉTRICA


	
4.1.  Planos de Información

	
4.2.  Planos de Ordenación



5. EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA

6. ANEXOS



Por su parte, el índice de un plan de ordenación del territorio es mucho más desarrollado en cuanto a la variedad de sus contenidos.


EJEMPLO PRÁCTICO

Índice de un plan de ordenación del territorio:

1.– TÍTULO I. Bases de ordenación, aplicación y desarrollo

2.– TÍTULO II. Modelo territorial

3.– TÍTULO III. Estrategias de desarrollo territorial

3.1. Capítulo 1. Sistema de Ciudades

3.1.1. Sección 1. Centros Regionales

3.1.2. Sección 2. Redes de Ciudades Medias

3.1.3. Sección 3. Redes de Asentamientos en Áreas Rurales

3.1.4. Sección 4. Orientación y control de los procesos de urbanización y la calidad urbana

3.2. Capítulo 2. Sistemas de Articulación Regional

3.2.1. Sección 1. Sistema Intermodal de Transportes

3.2.2. Sección 2. Sistema de Telecomunicaciones

3.2.3. Sección 3. Sistema Energético

3.2.4. Sección 4. Sistema Hidrológico-Hidráulico

3.3. Capítulo 3. Sistema Regional de Protección del Territorio

3.3.1. Sección 1. Sistema de Prevención de Riesgos

3.3.2. Sección 2. Sistema del Patrimonio Territorial

3.4. Capítulo 4. Integración exterior

4.– TÍTULO IV. Zonificación

4.1. Capítulo 1. Dominios Territoriales

4.1.1. Sección subregional ………..

4.1.2. Sección subregional ……….

4.1.3. Sección subregional litoral.

4.2. Capítulo 2. Unidades Territoriales

5.– TÍTULO V. Desarrollo y gestión de la política territorial

5.1. Capítulo 1. Instrumentos de gestión de la Política Territorial

5.2. Capítulo 2. Instrumentos para el seguimiento y evaluación del territorio y de su planificación

5.3. Capítulo 3. Programa de Desarrollo del Plan

6. ANEXOS:

6.1. Índice de Determinaciones

6.2. Índice de Cartografía

6.3. Índice de Municipios en sus Unidades Territoriales

6.4. Normativa



Siguiendo el modelo de la Ley autonómica de La rioja que regula en un único cuerpo normativo tanto las determinaciones de ordenación del territorio como urbanísticas, pueden señalarse como fines de una y otra materia las siguientes:

Fines de la actuación pública en materia de ordenación del territorio:


	
–  Definir, proteger y mejorar la estrategia territorial destinada a conseguir un desarrollo sostenible y equilibrado.

	
–  Mejorar la calidad de vida de la población garantizándole un disfrute racional y equilibrado del territorio y de sus recursos.

	
–  Coordinar la política de ordenación del territorio de la comunidad autónoma con los intereses de los municipios que puedan verse afectados.

	
–  Promover una gestión eficaz de los espacios, recursos y riquezas naturales, asegurando su explotación y aprovechamiento racional y garantizando a la vez la conservación y mejora del medio ambiente y de los lugares de interés cultural, social o paisajístico.

	
–  Utilizar racionalmente los espacios de valor agrícola, ganadero, forestal u otros de carácter ecológico, preservándolos de instalaciones, actividades o cualesquiera otros usos que pudieran resultar incompatibles con su naturaleza.

	
–  Favorecer la vertebración del territorio y su conexión con los principales núcleos residenciales y de actividad mediante el impulso y la creación de infraestructuras de comunicación y transporte.

	
–  Garantizar la protección, conservación, recuperación y el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural, artístico, económico y etnográfico.

	
–  Promover el desarrollo económico y social de forma sostenible a través del fomento de las actividades productivas y generadoras de riqueza mediante la definición y regulación de usos del suelo, del vuelo y del subsuelo, de los núcleos residenciales, del establecimiento de dotaciones públicas, actividades productivas, comerciales, de transporte o similares.

	
–  Armonizar los intereses públicos y privados y orientar las actuaciones públicas o privadas, sean sectoriales o específicas, que afecten de forma relevante al territorio.

	
–  Cualesquiera otros que tiendan a conseguir una adecuada relación entre el territorio de la Comunidad Autónoma, su población, el medio ambiente, actividades económicas, patrimonio cultural, equipamientos, servicios e infraestructuras.



Y son fines de la actuación pública en materia de ordenación urbanística:


	
–  La subordinación de los usos del suelo y del subsuelo y de las construcciones e instalaciones al interés general.

	
–  Vincular la utilización del suelo y del subsuelo con la calidad del medio urbano y natural.

	
–  Delimitar el contenido del derecho de propiedad del suelo y del subsuelo así como sus usos y formas de aprovechamiento, conforme a su función social y dentro del marco constitucional y legal.

	
–  La organización racional y conforme al interés general de la ocupación y el uso del suelo y del subsuelo mediante su clasificación y su calificación.

	
–  La determinación, reserva, afectación y protección de las dotaciones y equipamientos.

	
–  La fijación de las condiciones de ejecución del planeamiento y, en su caso, la programación de las actividades de urbanización y ejecución.

	
–  El cumplimiento de los deberes de conservación y rehabilitación de edificios existentes.

	
–  La intervención en el mercado del suelo mediante la constitución eficaz de patrimonios públicos de suelo y mediante la promoción de políticas destinadas a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública.

	
–  La protección del patrimonio urbanístico, arquitectónico, histórico y cultural.

	
–  La consideración de elementos de sostenibilidad ambiental que permitan mantener la capacidad productiva del territorio junto con la estabilidad y mejora del medio ambiente natural y paisajístico y de la calidad ambiental.

	
–  Impedir actuaciones especulativas sobre el suelo o la vivienda.

	
–  Garantizar la disponibilidad de suelo para usos urbanísticos, asegurando su adecuado equipamiento y dotación.

	
–  Asegurar la justa equidistribución de beneficios y cargas entre quienes intervienen en actuaciones urbanizadoras y edificatorias.

	
–  Articular las medidas necesarias para garantizar la participación de la comunidad en las plusvalías generadas por las actuaciones de ordenación territorial y urbanística.

	
–  Facilitar la iniciativa privada en el desarrollo, gestión y ejecución del planeamiento urbanístico.









8 Clases de instrumentos de planeamiento territorial


 1.  Tipología

De forma generalizada, las comunidades autónomas han diseñado un régimen de planificación territorial en cascada donde existe un plan de ámbito autonómico y otros referidos a ámbitos territoriales inferiores.

Junto a los planes de ámbito territorial definido, existen otros planes territoriales sectoriales cuyo objeto se circunscribe a la materia a que se refieren, aplicable a todo el territorio de la comunidad autónoma.

1.1.  Planes territoriales autonómicos

Los planes territoriales de ámbito autonómico contienen el modelo territorial de toda la comunidad autónoma desde una doble vertiente: Por un lado, contienen el conjunto de referencias territoriales básicas que deben ser tenidas en cuenta por las políticas de ordenación territorial y por las actividades con incidencia sobre el territorio; por otro lado, enuncian un conjunto de principios orientadores en los que deben sustentarse las estrategias de ordenación y desarrollo territorial a escala regional.

También deben los planes territoriales autonómicos reconocer las deficiencias y problemática territorial preexistente en su ámbito para orientar las más adecuadas propuestas de actuación. Entre tales deficiencias se encuentran:


	
–  La escasa integración económica del espacio regional manifestada, por una parte, en la debilidad de las relaciones económicas internas de la comunidad por la carencia de interrelaciones entre las economías urbanas de las grandes ciudades que concentran buena parte de la actividad productiva y las economías locales; y, por otra, el escaso desarrollo económico rural sobre la base de sistemas productivos locales generadores de bases económicas compartidas.

	
–  Derivado del problema anterior, los desequilibrios territoriales por insuficientes políticas de dotación equipamientos o infraestructuras.

	
–  El expansionismo urbanístico en las zonas pobladas que provoca una degradación y desequilibrio en los procesos ecológicos o ambientales y que se refleja en: contaminación de suelo, agua y atmósfera en ámbitos de elevada concentración residencial e industrial, degradación de paisajes rurales centenarios de gran valor cultural, desaparición de espacios naturales de especial valor ecológico (especialmente en el litoral) y la fragmentación de ecosistemas.

	
–  Por contra, en las áreas rurales con procesos de despoblamiento, los desequilibrios ambientales se asocian más bien a la pérdida de control territorial sobre el medio y en falta de control que tiene su reflejo más evidente en la aceleración de procesos erosivos, el abandono de paisajes agrícolas o la decadencia de agrosistemas, etc.; todo ello contribuye al empobrecimiento de muchas culturas territoriales mediante las que se han expresado históricamente las relaciones del hombre con el medio territorial.



Estas circunstancias reflejan un crecimiento poblacional en torno a las grandes ciudades y zonas litorales, frente a una cada vez más pronunciada despoblación de las zonas de montaña y de agricultura desfavorecida.

El amplio espectro objetivo de los planes territoriales autonómicos estará relacionado con la variedad geográfica, cultural, social y económica del territorio, de modo que establezca unos principios orientadores para un modelo territorial que responda a las líneas estratégicas que se consideren idóneas para su desarrollo. Entre esos principios deben ser tomados en consideración los siguientes:


	
–  El uso sostenible de los recursos naturales. La creación de un sistema territorial y productivo sostenible debe servir de base al establecimiento de unos principios de actuación que habrán de vincular al planificador urbanístico a la hora de diseñar el crecimiento urbano propuesto y de imponer las medidas de preservación del uso del suelo para fines distintos de los de carácter agrícola, forestal o ganadero.

	
–  La cohesión social y el equilibrio territorial. Los principios de actuación relacionados con este criterio habrán de evitar los crecimientos desproporcionados en torno a las grandes ciudades y núcleos turísticos, evitando la cada vez mayor dispersión de lo núcleos rurales, de modo que se persiga una más eficiente gestión de los servicios comunes, compartir equipamientos y servicios públicos.

	
–  Análisis conjunto del sistema de ciudades. Se trata de identificar el sistema de ciudades entendido como las estructuras urbanas en todas sus dimensiones. Esta visión global del sistema de ciudades permitirá articular una red de necesidades sectoriales y de posibilidades de implantación. Este sistema de ciudades deberá estar jerarquizado resultando un primer nivel de centros regionales que constituyan referente para los núcleos poblacionales de su entorno. Tras este nivel, se identificarán las ciudades intermedias dependientes de un centro regional pero con vocación de aglutinar un conjunto inferior de asentamientos poblacionales, con potencialidad o capacidad de completar y enriquecer la articulación regional. Finalmente, la identificación de los asentamientos en áreas rurales permitirá abordar con una visión de conjunto la capacidad de servir como referente algunos de ellos para la localización de servicios públicos y privados de ámbito supralocal.

	
–  Definición de un esquema básico de articulación territorial. La visión global del planeamiento territorial permite apreciar los elementos básicos vertebradores de la distribución territorial o identificar los ámbitos geográficos con potencialidad para constituirse en nuevos ejes del crecimiento territorial.

	
–  Identificación de unidades territoriales homogéneas susceptibles de un tratamiento común en todo el ámbito autonómico. Con este criterio se salvaguarda la protección territorial de espacios perfectamente delimitados en distintas zonas geográficas, como es el caso de mesetas, campiñas, etc.



En los planes territoriales autonómicos, tan importante es el diagnóstico de la situación existente, como la formulación de propuestas de actuación que han de ser consideradas en los instrumentos de ordenación urbanística al establecer el régimen de usos propuesto para los nuevos ámbitos de desarrollo.

El diagnóstico se ha de centrar en la identificación del sistema de ciudades como se ha dicho y, referido a éstas, en los niveles de equipamientos generales y supramunicipales, dotación de zonas verdes y espacios libres de carácter metropolitano o supralocal, suelos de actividades productivas y comerciales de alcance supralocal o las zonas turísticas.

Y las propuestas de actuación deben ir dirigidas a la implantación de políticas de movilidad urbana y su integración con los procesos de planificación urbanística y territorial, la integración de todos los segmentos sociales en el espacio urbano, el control de los procesos de parcelación urbanística irregular en suelo no urbanizable, la valorización de los recursos patrimoniales de la ciudad favoreciendo desde el planeamiento urbanístico el desarrollo de una política activa de protección y conservación de la ciudad histórica, la implementación de medidas y criterios para la sostenibilidad del sistema urbano y para la mejora del balance ecológico de las ciudades, el desarrollo racional del crecimiento urbano y las medidas precisas de desarrollo económico sostenible.

El sistema de articulación regional debe ser otro pilar fundamental del plan territorial +, incluyendo las determinaciones relativas a los principales elementos, redes y sistemas, que aseguran la articulación física del territorio, como son el sistema intermodal de transportes, el sistema de telecomunicaciones, el sistema energético y el sistema hidrológico-hidráulico.

Finalmente, la protección del territorio que deba preservarse de su inadecuada utilización y aprovechamiento, haciéndolo compatible con el crecimiento residencial y económico, debe manifestarse en el plan territorial en todas sus vertientes físicas: suelos agrícolas, forestales, montañosos, litorales, etc.


EJEMPLO PRÁCTICO

A modo de propuesta, identificamos a continuación propuestas de promoción económica de un plan territorial regional referido a centros regionales del primer nivel del sistema de ciudades:


	
a)  Favorecer los desarrollos económicos de los Centros Regionales necesarios para una adecuada relación entre las actividades productivas y la ciudad.

	
b)  Dotar a cada Centro Regional de Parques Tecnológicos o Medios de Innovación que queden integrados en la red de espacios de innovación, adaptados a las especializaciones en que cada uno posea ventajas competitivas.

	
c)  Intervenir en la oferta de suelo para actividades productivas mediante la creación de parques empresariales con suelos altamente cualificados y la regeneración de suelos industriales obsoletos.

	
d)  Ordenar la oferta de suelo para actividades comerciales, regulando la implantación de grandes superficies comerciales y regenerando y potenciando los espacios comerciales tradicionales de la ciudad y las nuevas áreas de centralidad urbana.

	
e)  Promover turísticamente los Centros Regionales mediante estrategias conjuntas que pongan en valor sus recursos patrimoniales y de actividad urbana, así como la dotación de equipamientos y servicios turísticos especializados.

	
f)  Establecer criterios para la valoración de las inversiones públicas en materia de promoción económica, atendiendo al carácter supramunicipal/regional de los proyectos y a su capacidad de favorecer una mejor integración sectorial y territorial de las actividades productivas.





Los planes territoriales autonómicos deberán remitirse a posteriores planes subregionales de áreas geográficas determinadas teniendo en cuenta su complejidad, los requerimientos de accesibilidad en el contexto regional, las necesidades de organización funcional o coordinación urbanística, la intensidad actual o prevista de usos turísticos y recreativos y la importancia del patrimonio urbano y natural que es necesario preservar.

1.2.  Planes subregionales

Jerárquicamente dependientes de los planes territoriales autonómicos, los planes territoriales subregionales abarcan un espacio delimitado del territorio con características y necesidades comunes. Son frecuentes los planes subregionales de las áreas metropolitanas de las grandes ciudades o de las zonas litorales que desarrollan las propuestas de organización, articulación y gestión territorial, directamente derivadas de las características y problemáticas socioterritoriales particulares.

El ámbito territorial de cada plan subregional se define por su homogeneidad física y funcional, así como por presentar problemas y oportunidades comunes en relación con el desarrollo económico y la gestión de sus recursos patrimoniales, abarcando un conjunto de términos municipales completos y contiguos que conforman un área coherente de planificación territorial.

Los espacios metropolitanos son ámbitos susceptibles de ordenación territorial a través de planes subregionales por cuando el crecimiento individualizado de los municipios ha ido generando una superposición de iniciativas y desarrollos urbanísticos de escala municipal sin coordinación entre sí, dando lugar en muchas ocasiones a espacios conurbados que rompen la imagen poblacional de los municipios. La expansión dinámica de los crecimientos municipales, exige que desde una visión territorial superior, se impongan criterios de desarrollo que eviten crecimientos desproporcionados y poco sostenibles, con déficit infraestructura y de equipamientos que merman la calidad de vida de los ciudadanos.

El análisis del mercado de la vivienda, la oferta de suelo disponible, la distribución espacial de las actividades económicas y el tejido económico existente, el modelo productivo emergente, el sistema de transportes y la red de espacios libres y equipamientos dotacionales, debe ser el objeto de los planes subregionales para establecer concretas propuestas concretas de actuación que resulten vinculantes para los posteriores planes generales municipales urbanísticos o las innovaciones de éstos.


EJEMPLO PRÁCTICO

Extraído de la normativa de un plan subregional metropolitano, transcribimos uno de sus artículos en relación con los usos terciarios: «Los usos terciarios, con especial atención a los de uso comercial, serán objeto de calificación expresa y diferenciada por tipologías en los instrumentos de planeamiento urbanístico, localizándose con criterios de proximidad a las zonas residenciales, integración en las tramas urbanas existentes, sinergias con la red actual de asentamientos y evitando la saturación del viario».



1.3.  Planes sectoriales

Los planes territoriales sectoriales tienen por objeto regular uno o varios aspectos concretos de la realidad social, económica, demográfica, medioambiental, infraestructural o de otra índole particular dentro del ámbito de la comunidad autónoma; son, por tanto, planes territoriales de ámbito autonómico, pero su objeto se centra en una materia sectorial concreta.

No resulta posible delimitar un contenido propio de estos planes sectoriales, pues variará según la temática que constituya su objeto, aunque sí puede dejarse referenciado que contendrán una estimación de los recursos disponibles, de las necesidades y de los déficit, territorializados en el sector correspondiente.


EJEMPLO PRÁCTICO

Un ejemplo de estos planes territoriales es el Plan de infraestructuras del transporte de Cataluña previsto en el artículo 13.2 del Decreto Legislativo 2/2009, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley de carreteras, cuyo objeto es definir la red básica y la red comarcal y señalar las condiciones para definir la red local, y también establecer el régimen general de las vías pertenecientes a todas las redes.

También en Cataluña, el Decreto 95/2005, de 31 de mayo, por el que se aprueba el Plan director de instalaciones y equipamientos deportivos de Cataluña tiene atribuido el carácter de plan territorial sectorial, siendo sus objetivos los siguientes:


	
–  Distribuir armónicamente los equipamientos a fin de promover un desarrollo equilibrado del territorio

	
–  Mejorar la calidad de vida de los ciudadanos, dotándolos de los equipamientos deportivos adecuados a sus necesidades.

	
–  Establecer las directrices para el aprovechamiento adecuado del medio natural como apoyo de las actividades deportivas, especialmente las de recreo y ocio, respetando el patrimonio natural.

	
–  Completar la red de equipamientos deportivos existentes, potenciando los de titularidad pública, los de los centros educativos y los de las entidades deportivas.

	
–  Definir unos modelos tipológicos de instalaciones deportivas y establecer unas normas y recomendaciones referentes al diseño y la construcción para conseguir un nivel de calidad, optimizando costes de construcción y de mantenimiento.

	
–  Establecer las condiciones necesarias para un aprovechamiento óptimo de los equipamientos mediante la mejora de su gestión y su acondicionamiento.





2.  Análisis autonómico comparado

Las distintas legislaciones autonómicas en materia de ordenación del territorio han establecido su propia clasificación de instrumentos territoriales, como así ocurre también con las legislaciones urbanísticas y los instrumentos de planeamiento de esta naturaleza.

Muchas comunidades autónomas han asumido el término «Directrices» para referirse al instrumento de planificación territorial de ámbito autonómico, pudiendo tener este documento como ámbito geográfico el de la totalidad de la comunidad o parte del mismo.

2.1.  Canarias

La Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias, cuyo artículo 87 se refiere a las Directrices de Ordenación como el instrumento de ordenación territorial estratégica del Gobierno de Canarias, siendo marco de referencia para los restantes instrumentos de ordenación. Las Directrices tienen por objeto la ordenación de los recursos naturales y del territorio de la comunidad autónoma, articulando las actuaciones tendentes a garantizar el desarrollo sostenible y el equilibrio ambiental, territorial y paisajístico, pudiendo afectar a la totalidad o a parte del territorio, y referirse a uno o a varios ámbitos de la actividad social o económica.

Las directrices de ordenación podrán tener carácter general o sectorial. En el caso de que exista un ámbito territorial de ordenación coincidente, las directrices de ordenación sectorial prevalecerán sobre las directrices de ordenación general, salvo en las determinaciones relativas a los recursos naturales (art. 88). Las determinaciones de las directrices de ordenación serán de aplicación directa, sin perjuicio de la posibilidad de su desarrollo por otros instrumentos de ordenación.

En el marco de las directrices de ordenación, el artículo 94 regula los Planes insulares de ordenación de los recursos naturales y del territorio de las islas que tienen por objeto la ordenación estructural del espacio insular, definiendo el modelo de organización y utilización del territorio para garantizar su desarrollo sostenible. Su contenido se desarrolla en el artículo 96 en atención a un diagnóstico territorial, ambiental y económico, con especial referencia a los recursos naturales, a la población, con atención particular a la igualdad de género y el bienestar de las familias, al planeamiento vigente y a la situación socioeconómica. También sus determinaciones serán de aplicación directa, sin perjuicio de su desarrollo por otros instrumentos de ordenación. Y vinculan a los restantes instrumentos de ordenación de espacios naturales, territoriales y de ordenación urbanística.

Los planes insulares contienen determinaciones sobre sistemas generales y equipamientos estructurantes y actuaciones para la prevención de riesgos, sobre régimen urbanístico del suelo, sobre el sobre uso turístico.

En desarrollo de los planes insulares, los planes territoriales de ordenación parciales tienen por objeto la ordenación integrada de partes singulares y concretas del territorio que, en virtud de sus características naturales o funcionales, el interés de su ordenación o planificación de sus usos, tenga trascendencia insular o supramunicipal (art. 119). Y los planes territoriales especiales tendrán por objeto exclusivo: a) Concretar y definir las infraestructuras y los equipamientos estructurantes de interés supramunicipal, cuando no sean objeto de ordenación por el plan insular de ordenación o por determinaciones de la legislación sectorial cuando esté así establecido por la misma. b) Definir y ordenar los equipamientos, dotaciones e infraestructuras de uso público y recreativos vinculados a los recursos naturales y espacios protegidos (art. 120).

Finalmente, contempla el legislador autonómico los proyectos de interés insular o autonómico que tienen por objeto ordenar y diseñar, para su inmediata ejecución, o bien ejecutar sistemas generales, dotaciones y equipamientos estructurantes o de actividades industriales, energéticas, turísticas no alojativas, culturales, deportivas, sanitarias o de naturaleza análoga de carácter estratégico, cuando se trate de atender necesidades sobrevenidas o actuaciones urgentes (art. 123).

Los principios de jerarquía normativa y especialidad informan y ordenan las relaciones entre los distintos instrumentos de ordenación territorial, ambiental y urbanística conforme al sistema que se establece en la presente ley, como establece el artículo 9.1 de la Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias.

2.2.  Galicia

La Ley 1/2021, de 8 de enero, de ordenación del territorio de Galicia diferencia entre los instrumentos de ordenación del territorio a las Directrices de ordenación del territorio, los planes territoriales, los planes sectoriales y los proyectos de interés autonómico. (art. 19).

Las Directrices de ordenación del territorio son el instrumento de ordenación estructural que sirve para proteger, dirigir y coordinar los fines y objetivos de la política territorial de la Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia, constituyendo el principal elemento de planificación territorial y la base del desarrollo de las actuaciones con incidencia en el territorio que hayan de producirse en la Comunidad Autónoma, dentro del necesario respeto a las competencias de las distintas administraciones públicas (art. 23). Su ámbito será la totalidad del territorio de la Comunidad Autónoma de Galicia

Dentro de los planes territoriales y en un escalón inferior a las Directrices de ordenación del territorio, se diferencian: a) Los planes territoriales integrados, que son instrumentos dirigidos a la organización de áreas geográficas supramunicipales que, bien por presentar características homogéneas, bien por su tamaño y relaciones funcionales, demanden una planificación de los usos del suelo, actividades productivas, infraestructuras y equipamientos de tipo comarcal y de carácter integrado (art. 29). Como norma general, el ámbito de un plan territorial integrado será una de las áreas geográficas supramunicipales definidas en las Directrices de ordenación del territorio.

b) Los planes territoriales especiales, que tienen por objeto desarrollar las Directrices de ordenación del territorio en los ámbitos en que aquellas lo estimen necesario, en función de sus características morfológicas, agrícolas, ganaderas, forestales, etnográficas, productivas, patrimoniales, paisajísticas o ecológicas diferenciadas, que exijan una consideración y tratamiento unitarios en ese ámbito (art. 32).

Los planes sectoriales son instrumentos de ordenación del territorio que tienen por objeto ordenar y regular la implantación territorial de las actividades sectoriales (referidas a abastecimiento y saneamiento, gestión de residuos, producción, transporte y distribución de energía, infraestructuras de transporte y comunicación, viviendas de protección, actividades económicas, agroforestales y turísticas, creación y desarrollo de suelo empresarial, red de equipamientos de carácter supramunicipal, instalaciones de acuicultura y de apoyo a la misma, actividades extractivas, puertos deportivos), estableciendo, en su caso, las condiciones generales para las futuras actuaciones que desarrollen dichos planes y definiendo los criterios de diseño y las características funcionales y de emplazamiento que garanticen su accesibilidad y coherente distribución territorial, según su naturaleza (art. 35).

Finalmente, los proyectos de interés autonómico son los instrumentos de intervención directa en la ordenación del territorio de la Comunidad Autónoma que tienen por objeto planificar y proyectar las siguientes actuaciones, siempre que trasciendan el ámbito municipal por su incidencia territorial, económica, social o cultural, su magnitud o sus singulares características que las hagan portadoras de un interés supramunicipal cualificado: a) Implantación de dotaciones urbanísticas (equipamientos e infraestructuras), b) Creación de suelo destinado a viviendas protegidas, c) Creación de suelo destinado a la realización de actividades económicas (art. 40).

2.3.  Extremadura

La Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y urbanística sostenible de Extremadura divide los instrumentos de planeamiento territorial entre generales y de desarrollo e instrumentos de intervención directa (art. 13).

Entre los generales, configura las Directrices de Ordenación Territorial como el instrumento de ordenación territorial del conjunto de la comunidad autónoma en el que se definen los elementos de la organización y estructuración de la totalidad del territorio de la comunidad. Para ámbitos supramunicipales determinados, se prevé la figura del Plan Territorial como el instrumento de planificación y ordenación del territorio que desarrolla en dichos ámbitos los criterios establecidos para tal fin en las Directrices de Ordenación Territorial, a las que estarán jerárquicamente subordinados.

Como instrumentos de desarrollo, los planes de suelo rústico son los instrumentos de desarrollo de los planes territoriales para la ordenación pormenorizada del suelo rústico de todos o parte de los municipios de un Plan Territorial por ámbitos contiguos, con la finalidad de asegurar la protección de interés supramunicipal en la conservación del paisaje, de los recursos naturales, de los bienes de dominio público y del patrimonio cultural, conforme a lo establecido en esta ley para la ordenación territorial. Y el Plan Especial de Ordenación del Territorio es el instrumento de desarrollo de los Planes Territoriales que tiene por objeto ampliar, regular detalladamente y complementar, o en su caso, modificar las determinaciones de los Planes Territoriales que se establezcan reglamentariamente. El Plan Especial contendrá las determinaciones adecuadas a su finalidad concreta, que se ejecutarán mediante proyectos de obras y planes de gestión y servicios que correspondan, a redactar y aprobar por los organismos administrativos competentes y entidades procedentes por razón de la materia.

El Proyecto de Interés Regional es el instrumento de intervención directa en la ordenación territorial que diseña, con carácter básico, para su inmediata ejecución, obras de infraestructura, servicios, dotaciones e instalaciones que se declaren de interés regional debido a su particular utilidad pública o interés social. El proyecto debe incluir las obras de urbanización y conexión que sean necesarias para asegurar el correcto funcionamiento de las instalaciones que sean su objeto. Los Proyectos de Interés Regional podrán desarrollarse en cualquier clase de suelo y comprender terrenos situados en uno o varios términos municipales, con excepción de suelo no urbanizable protegido que tenga algún tipo de protección especial o posea valores ambientales que sean incompatibles con su desarrollo.

2.4.  Valencia

Aun siguiendo el mismo modelo, otras comunidades autónomas no utilizan el concepto de Directrices para su documento de planificación territorial global, como es el caso de la comunidad valenciana en el Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell de aprobación del texto refundido de la Ley de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje de Valencia. Esta Ley regula la Estrategia Territorial (art. 15) como el instrumento marco de la ordenación del territorio en el ámbito de la Comunidad y tiene como finalidad la consecución de un territorio integrador en lo social, respetuoso en lo ambiental y competitivo en lo económico. En un nivel geográfico más reducido, los Planes de Acción Territorial (art. 16) son instrumentos de ordenación territorial que desarrollan, en ámbitos territoriales concretos o en ámbitos sectoriales específicos, los objetivos, principios y criterios de la Estrategia Territorial de la Comunidad Valenciana. Su ámbito puede comprender, en todo o en parte, varios términos municipales.

Como propuestas territoriales de intervención puntual, el legislador valenciano ha regulado los proyectos de inversiones estratégicas sostenibles (art. 17) que tienen por objeto la ordenación, gestión y desarrollo de intervenciones territoriales de interés general y estratégico, de relevancia supramunicipal, que así sean declaradas por la Administración autonómica, que pueden localizarse en terrenos situados en uno o varios términos municipales, cualquiera que sea su zonificación, clasificación, estado de urbanización o uso previsto por el planeamiento urbanístico y territorial anterior a su aprobación. El ámbito del proyecto de inversión estratégica sostenible constituirá una única zona de ordenación urbanística, cuyo uso predominante será el propio del proyecto que motiva la modificación.

2.5.  Andalucía

El modelo diseñado en la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía estructuró la planificación territorial sobre la base de tres instrumentos: planificación territorial que se realizará a través de los siguientes instrumentos: El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, el Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía y los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional.

Sin embargo, la Ley 1/1994 ha sido derogada por la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía, que ha llevado a cabo una profunda revision del marco normativo a nivel territorial, regulando en una sola norma de rango legal las determinaciones de esta naturaleza y las urbanísticas. La exposición de motivos de la Ley 7/2021 reconoce que la falta de conexión entre los instrumentos de ordenación territorial y los urbanísticos, por no adaptar estos a las normas y directrices territoriales, unido a la ausencia de instrumentos de ordenación territorial en parte del territorio andaluz, que ha exigido la pervivencia de las antiguas Normas Provinciales y los desfasados Planes Especiales de Protección del Medio Físico aprobados en los años ochenta, da lugar a contradicciones normativas y a desequilibrios territoriales que impiden generar oportunidades o comprometer inversiones.

De este modo, la Ley 7/2021 ha optado por integrar en un solo cuerpo legislativo la regulación sobre la ordenación territorial que incluye la ordenación del litoral y la ordenación urbanística en Andalucía —que hasta ahora se había materializado en dos disposiciones legislativas elaboradas con diferentes perspectivas, aportando con ello un planteamiento complementario y coordinado de ambas materias— y la ordenación urbanística.

Con la nueva Ley 7/2021, la ordenación territorial se realizará a través de los siguientes instrumentos:


	
a)  El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía.

	
b)  Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional.

	
c)  Los Proyectos de Actuación Autonómicos, cuando desarrollan actuaciones no previstas en el planeamiento territorial vigente que, de conformidad con lo previsto en esta ley, sean declaradas de interés autonómico.



El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía (artículos 39 a 42) tiene por objeto establecer los elementos básicos para la organización y estructura del territorio de la Comunidad Autónoma, siendo el marco de referencia territorial para los demás planes e instrumentos regulados en esta ley y para las Actuaciones con Incidencia en la Ordenación del Territorio, así como para la acción pública en general. El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía se coordinará con el Plan Andaluz de Acción por el Clima en relación con aquellos aspectos que tengan incidencia en materia de cambio climático.

El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía se desarrolla a través de los siguientes instrumentos: 


	
a)  Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional.

	
b)  Las actividades de planificación de la Junta de Andalucía que, en aplicación de esta ley, tienen la consideración de planes con incidencia en la ordenación del territorio.



En un segundo nivel, los artículos 43 a 45 regulan los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional que establecen los elementos básicos para la organización y estructura del territorio en su ámbito. El ámbito de estos planes subregionales abarcará necesariamente el conjunto de términos municipales, completos y contiguos, que por sus características físicas, funcionales y socioeconómicas conformen un área coherente de ordenación territorial. Su delimitación se llevará a cabo atendiendo a las determinaciones establecidas en el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía.

Finalmente, se consideran Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio los instrumentos de planificación sectorial y las estrategias sectoriales autonomicas que, por razón de su contenido y alcance, y de conformidad con la legislación específica de aplicación, tienen una repercusión directa sobre las relaciones y actividades que se desarrollan en el territorio.

El gobierno autonómico podrá declarar de Interés Autonómico, por su especial relevancia derivada de su magnitud, su proyección social y económica o su importancia para la estructuración territorial de la comunidad, concretas actuaciones. Y, cuando dichas actuaciones objeto de la Declaración de Interés Autonómico supongan la implantación de usos productivos, dotaciones o cualesquiera otros que precisen desarrollo urbanístico, la ordenación del ámbito se efectuará mediante la aprobación por la Consejería competente en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo de un Proyecto de Actuación Autonómico.

Además de las declaraciones de interés autonomico, las actuaciones con incidencia en la ordenación del territorio son aquellas que tienen incidencia supralocal.

La Ley contiene unas determinaciones específicas para la protección del litoral (artículos 35 y 36) y del paisaje (artículos 37 y 38).

LE INTERESA CONSULTAR En la página web de cada consejería competente en materia de ordenación del territorio, se relacionan los planes territoriales existentes y los que se encuentran en tramitación. En el enlace «juntadeandalucia.es/medioambiente/site/portalweb» encontramos el listado de planes de ordenación del territorio de ámbito subregional aprobados, formulados y en tramitación y formulados en redacción.


2.6.  Cataluña

En Cataluña, la Ley 23/1983, de 21 de noviembre, de Política Territorial contempla un primer nivel de planeamiento con el plan territorial general que tiene por ámbito de aplicación todo el territorio de Cataluña y cuyo objeto es definir los objetivos de equilibrio territorial de interés general para Cataluña, siendo el marco orientador de las acciones que se emprendan a fin de crear las condiciones adecuadas para atraer la actividad económica a los espacios territoriales idóneos.

Entre sus determinaciones, el Plan Territorial General (art. 4) contendrá: a) La definición de las zonas del territorio con características homogéneas por razón del potencial de desarrollo y de la situación socioeconómica. b) La indicación de los núcleos de población que, por sus características, habrán de ejercer una función impulsora y reequilibradora. c) La determinación de los espacios y de los elementos naturales que es necesario conservar por razón del interés general referido a todo el territorio. d) La definición de las tierras de uso agrícola o forestal de especial interés que es necesario conservar o ampliar por sus características de extensión, situación y fertilidad. e) La previsión del emplazamiento de grandes infraestructuras, especialmente de comunicaciones, de saneamiento y energéticas y de equipamientos de interés general. f) La indicación de las áreas del territorio en las que es necesario promover usos específicos. g) La definición de los ámbitos de aplicación de los planes territoriales parciales que habrán de adecuarse a los ámbitos establecidos en la división territorial de Cataluña; se podrán agrupar unidades comarcales, pero en ningún caso éstas podrán dividirse.

En función de las zonas identificadas con características homogéneas, el plan establecerá tres categorías distintas: 


	
a)  Zonas deprimidas: Territorios con nivel de renta relativamente bajo, con tendencia a la despoblación o con problemas de estancamiento económico. 

	
b)  Zonas de desarrollo: Territorios en los que el crecimiento se produce espontáneamente y que tienen capacidad de continuar creciendo ordenadamente. 

	
c)  Zonas congestionadas: Territorios en los que la elevada densidad de población y de actividades crea deseconomías y problemas crecientes de calidad de vida.



En cuanto a los núcleos de población, el plan distinguirá: 


	
a)  Los núcleos con capacidad de crecimiento situados en zonas de desarrollo y con capacidad de favorecer la concentración de actividades y de economías externas. 

	
b)  Núcleos de concentración situados en zonas deprimidas.

	
c)  Núcleos especialmente aptos para establecer en ellos equipamientos de ámbito supramunicipal. 

	
d)  Núcleos que pueden tener una función de reequilibrio y de descentralización en el ámbito de zonas fuertemente congestionadas.



En un nivel inferior al plan territorial general, los planes territoriales parciales (art. 12) definen los objetivos de equilibrio de una parte del territorio de Cataluña y son el marco orientador de las acciones que se emprendan. Su ámbito es como mínimo de extensión comarcal y puede agrupar unidades comarcales y, eventualmente, municipios.

Finalmente se regulan los planes territoriales sectoriales (art. 17) se limitan a la valoración de los recursos disponibles, de las necesidades y de los déficit, territorializados en el sector correspondiente en todo el ámbito del territorio autonómico.

En la relación de los planes territoriales con los urbanísticos, el artículo 13.2 del Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de urbanismo señala que Los planes urbanísticos deben ser coherentes con las determinaciones del plan territorial general y de los planes territoriales parciales y sectoriales y facilitar su cumplimiento.

2.7.  Cantabria

Conforme al artículo 10 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria los instrumentos de ordenación del territorio son el Plan Regional de Ordenación Territorial, las Normas Urbanísticas Regionales y los Proyectos Singulares de Interés Regional.

El Plan Regional de Ordenación Territorial (art. 11) tiene como función identificar las pautas generales del desarrollo de la Comunidad Autónoma, fijar las directrices para la ordenación del territorio, establecer las prioridades de la acción económica gubernamental en el ámbito de las infraestructuras y definir el modelo territorial deseable a proporcionar a las demás Administraciones Públicas para el ejercicio de sus respectivas competencias. Su ámbito es el del territorio de la Comunidad Autónoma; no obstante, el Gobierno podrá aprobar Planes Comarcales de Ordenación Territorial que, en el caso de concretar y desarrollar previsiones del Plan Regional, no podrán oponerse a éste.

Las Normas Urbanísticas Regionales (art. 19) tienen por objeto establecer criterios y fijar pautas normativas en lo referente al uso del suelo y la edificación. En especial, establecen tipologías constructivas, volúmenes, alturas, plantas, ocupaciones, medianerías, distancias, revestidos, materiales, vegetación y demás circunstancias urbanísticas y de diseño, así como medidas de conservación de los recursos naturales, del medio ambiente y del patrimonio cultural. Las Normas serán de obligado cumplimiento en ausencia de Plan General de Ordenación o como complemento del Plan y de las normas de aplicación directa establecidas en esta Ley. También su ámbito es el territorio de la Comunidad Autónoma, pudiéndose aprobar Normas Urbanísticas Comarcales que en el caso de concretar y desarrollar previsiones de las Normas Regionales no podrán oponerse a ellas.

Finalmente, los Proyectos Singulares de Interés Regional (art. 26) son instrumentos de planeamiento territorial que tienen por objeto regular la implantación de instalaciones y usos productivos y terciarios, de desarrollo rural, turísticos, deportivos, culturales, actuaciones de mejora ambiental, de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, así como de grandes equipamientos y servicios de especial importancia que hayan de asentarse en más de un término municipal o que, aún asentándose en un solo, trasciendan dicho ámbito por su incidencia económica, su magnitud o sus singulares características.

Los Proyectos Singulares de Interés Regional podrán tener por objeto la implantación de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, debiéndose destinar a tal fin el cien por cien de la superficie construida de uso residencial. De dicho porcentaje, un mínimo del cuarenta por ciento se destinará a la construcción de viviendas de protección oficial de régimen general o régimen equivalente, y un mínimo del diez por ciento para régimen especial o régimen equivalente.

Frente a la iniciativa pública del Plan Regional de Ordenación Territorial y de las Normas Urbanísticas Regionales, los Proyectos Singulares de Interés Regional podrán promover y desarrollarse por la iniciativa pública o privada. Y, respecto de éstos, con carácter previo a su aprobación deberá producirse la declaración formal del interés regional. A tal efecto, corresponde al Gobierno a propuesta del Consejero competente en materia de ordenación territorial, previa audiencia de los Ayuntamientos afectados, pronunciarse sobre la concurrencia del citado interés regional

2.8.  Baleares

Para desarrollar las políticas territoriales en las Islas Baleares, se regulan los siguientes instrumentos de ordenación: a) Las Directrices de Ordenación Territorial. b) Los planes territoriales insulares. c) Los planes directores sectoriales. Así está regulado en la Ley 14/2000, de 21 de diciembre, de Ordenación Territorial.

Las Directrices de Ordenación Territorial (art. 5) constituyen el instrumento superior y básico de la ordenación territorial de las Islas Baleares y formulan los principios que deben guiar las actuaciones públicas y privadas sobre el territorio y, específicamente, fijan las pautas y las reglas generales dirigidas a: 

a) La determinación de los límites y los techos máximos de crecimiento de los diversos usos del suelo y los límites de su materialización. b) El establecimiento de prescripciones para el desarrollo económico que incida en el territorio. c) La protección del medio ambiente y el uso sostenible de los recursos naturales. d) La fijación de los criterios que se han de observar en la redacción de los planes directores sectoriales que se prevean. e) La localización y la ejecución de infraestructuras y de equipamientos.

Los planes territoriales insulares (art. 8), en desarrollo de las Directrices de Ordenación Territorial, son los instrumentos generales de ordenación del territorio de las islas de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera, correspondiendo al Consejo Insular respectivo la elaboración, aprobación, revisión y modificación de estos instrumentos.

Las determinaciones de los planes territoriales insulares son todas para ámbitos supramunicipales y contendrán las siguientes determinaciones vinculantes para los planes urbanísticos municipales: a) Diagnóstico territorial del área, en especial en lo que se refiere a uso de los recursos naturales, población, planeamiento urbanístico vigente y situación socioeconómica. b) Estudio de las posibilidades de desarrollo socioeconómico de las distintas áreas con características homogéneas, con determinación de objetivos. c) Establecimiento de techos máximos de crecimiento para cada uso y distribución espacial. d) Señalización de los espacios naturales o de las áreas de protección de construcciones o de lugares de interés histórico-artístico con indicación de las medidas protectoras que deban adoptarse. e) Definición de los suelos de uso agrícola o forestal de especial interés. f) Fijación de los criterios específicos para la redacción de los planes directores sectoriales que corresponda aprobar a los Consejos Insulares. g) Ubicación de los equipamientos de interés supramunicipal. h) Ubicación y características de las grandes infraestructuras, con especial atención a las que deban crearse o modificarse para potenciar el desarrollo socioeconómico. i) Indicación de los servicios que deban crearse o que se puedan crear para utilización común de los municipios. j) Establecimiento de criterios para la ordenación de terrenos colindantes de diferentes municipios. k) Medidas de apoyo encaminadas a incentivar actuaciones que favorezcan la consecución de los objetivos fijados en las directrices de ordenación territorial y en el propio plan. l) Criterios básicos relativos al uso sostenible de los recursos naturales.

Finalmente, los planes directores sectoriales (art. 11) son los instrumentos de ordenación específica que tienen por objeto regular, en ámbitos materiales determinados, el planeamiento, la proyección, la ejecución y la gestión de los sistemas generales de infraestructuras, equipamientos, servicios y actividades de explotación de recursos.

2.9.  La Rioja

Conforme a la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja, son instrumentos de ordenación del territorio de la Comunidad Autónoma: a) La Estrategia Territorial de La Rioja. b) Las Directrices de Actuación Territorial. c) Las Zonas de Interés Regional. d) Los Proyectos de Interés Supramunicipal (art. 15)

La Estrategia Territorial de La Rioja es el instrumento de planificación estratégica de la Comunidad Autónoma que comprende el conjunto de criterios, directrices y guías de actuación sobre la ordenación física del territorio, los recursos naturales, las infraestructuras, el desarrollo espacial y urbano, las actividades económicas y residenciales, los grandes equipamientos y la protección del patrimonio cultural.

Las Directrices de Actuación Territorial tienen por objeto la ordenación del territorio de áreas o zonas de la Comunidad Autónoma de La Rioja de ámbito supramunicipal, teniendo por tanto un alcance subregional. Específicamente, su ámbito estará constituido por áreas geográficas diferenciadas por su homogeneidad territorial, o que por sus dimensiones y características funcionales, precisen de una consideración conjunta y coordinada de sus características y de una planificación de carácter integrado, debiendo, en todo caso, incluir términos municipales completos.

Entre las Directrices de Actuación Territorial, el legislador autonómico ha regulado particularmente las Directriz de Protección del Suelo No Urbanizable de La Rioja, que tiene como objeto establecer las medidas necesarias, en el orden urbanístico y territorial, para asegurar la protección, conservación, catalogación y mejora de los espacios naturales, del paisaje y del medio físico rural.

Las zonas de interés regional tienen por objeto delimitar y ordenar ámbitos en los que se pretendan desarrollar actuaciones industriales, residenciales, terciarias, dotacionales o de implantación de infraestructuras que se consideren de interés o alcance regional. Se delimitarán en terrenos clasificados como suelo no urbanizable o urbanizable. Excepcionalmente y para conseguir una adecuada integración con los sistemas y redes existentes o previstos en el resto del suelo, podrán comprender también terrenos destinados a sistemas generales.

Finalmente, los Proyectos de Interés Supramunicipal tienen por objeto regular la implantación territorial de las infraestructuras, dotaciones e instalaciones de interés social o utilidad pública que se asienten sobre más de un término municipal o que, asentándose en un término municipal, su incidencia trascienda al mismo por su magnitud, importancia o especiales características. Podrán promoverse y desarrollarse por la iniciativa pública y privada y se desarrollarán en suelo no urbanizable o urbanizable no delimitado.

2.10.  Navarra

También la comunidad foral navarra cuenta con un texto legislativo único en materia de ordenación del territorio y urbanismo (Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Navarra), regulando como instrumentos de ordenación territorial la Estrategia Territorial de Navarra, los Planes de Ordenación Territorial, los Planes Directores de Acción Territorial y los Planes y Proyectos Sectoriales de Incidencia Supramunicipal. Además, tendrán la consideración de instrumentos de ordenación territorial los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio, tales como los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales, el Plan Director de Carreteras de Navarra, y otros similares así declarados expresamente, que se regirán por su legislación específica (art. 28).

La Estrategia Territorial de Navarra es un instrumento de planificación estratégica del territorio de la Comunidad Foral y los Planes de Ordenación Territorial tienen por objeto la ordenación del territorio de áreas o zonas de Navarra de ámbito supramunicipal.

Los Planes Directores de Acción Territorial tienen por objeto la concreción, coordinación y programación de las actuaciones sectoriales en el territorio derivadas de un Plan de Ordenación Territorial. Dichas actuaciones sectoriales se corresponden con el desarrollo de grandes áreas residenciales o de actividad económica, los equipamientos y servicios de carácter supramunicipal, el sistema de transportes y comunicaciones, y el resto de infraestructuras territoriales tales como las de abastecimiento y saneamiento, tratamiento y eliminación de residuos, hidráulicas, de telecomunicación, energéticas o cualesquiera otras análogas.

Los Planes Sectoriales de Incidencia Supramunicipal tienen por objeto actuaciones residenciales, de actividad económica o el desarrollo de planes y políticas públicas, cuya incidencia y efectos trascienda, por la magnitud, importancia o las especiales características que presenten, del municipio o municipios sobre los que se asienten. Y los Proyectos Sectoriales de Incidencia Supramunicipal tienen por objeto la implantación de infraestructuras o instalaciones del sistema de transportes, hidráulicas, de gestión ambiental, energéticas, de telecomunicación y cualesquiera otras análogas, cuya incidencia y efectos, en cuanto a la ordenación territorial, trascienda, por la magnitud, importancia o las especiales características que presenten, al municipio o municipios sobre los que se asienten.

2.11.  País Vasco

La ordenación territorial del País Vasco se realizará a través de los siguientes instrumentos: a) Las Directrices de Ordenación Territorial. b) Planes Territoriales Parciales. c) Planes Territoriales Sectoriales.

Dispone la Ley 4/1990, de 31 de mayo, de Ordenación del Territorio del País Vasco que las Directrices de Ordenación Territorial (art. 4) constituirán el marco general de referencia para la formulación de los restantes instrumentos de ordenación territorial, así como de los planes de ordenación urbanísticos, al que en todo caso habrán de acomodarse los planes, programas y acciones con incidencia en el territorio que puedan desarrollar las diferentes Administraciones Públicas de carácter autonómico, foral o local, en el ejercicio de sus respectivas competencias.

Son funciones de las Directrices de Ordenación Territorial:


	
a)  Formular con carácter global e interrelacionado y de acuerdo con la política y/o planes económicos de la Comunidad Autónoma del País Vasco, el conjunto de criterios y normas que orientes y regulen los procesos de asentamiento en el territorio de las distintas actividades económicas y sociales de los agentes públicos y privados que operen en dicho territorio a fin de garantizar el necesario equilibrio territorial de interés general para Euskadi y la creación de las condiciones adecuadas para atraer la actividad económica a los espacios territoriales idóneos.

	
b)  Construir un marco de referencia en cuanto a la ordenación y al uso de los espacios y del territorio para la formulación y ejecución de las políticas sectoriales de las distintas Administraciones Públicas que hayan de actuar sobre el territorio de la Comunidad Autónoma así como para la actividad urbanística de las Diputaciones Forales y Ayuntamientos, a fin de garantizar una adecuada coordinación y compatibilización de todas ellas.

	
c)  Prever las acciones territoriales que requieran la acción conjunta con el estado u otras Comunidades Autónomas ofreciendo las bases suficientes para celebrar los convenios o acuerdos de cooperación que resulten necesarios.



Los Planes Territoriales Parciales (art. 11) desarrollaran las Directrices de Ordenación Territorial en las arreas, o zonas supramunicipales que estas delimiten, concretando para cada una de ellas los criterios específicos de ordenación que las Directrices establezcan.

Los planes con incidencia territorial que elaboren los Departamentos del Gobierno Vasco tendrán el carácter de Planes Territoriales Sectoriales y se formularán cuando el Gobierno Vasco lo determine.

A pesar del reconocimiento de la importancia y la prevalencia del planeamiento territorial, la exposición de motivos de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo dice que, en ningún caso puede permitir convertir al urbanismo en una suerte de planeamiento territorial sectorial, como algunas tendencias actuales pretenden. Sólo el urbanismo, bien que en la forma coordinada con la ordenación territorial prevista en esta ley, puede vincular el suelo a los distintos destinos y usos. Y, expresamente, el artículo 5 concreta la competencia del planeamiento municipal a través de la ordenación urbanística, para vincular el suelo a destinos y atribuirle usos mediante la clasificación y la calificación urbanísticas sin perjuicio de lo dispuesto legalmente para los instrumentos de ordenación territorial.

2.12.  Aragón

Los Instrumentos de planeamiento territorial en la comunidad de Aragón son la Estrategia de Ordenación Territorial y las Directrices de Ordenación Territorial y están reguladas en el Decreto Legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio.

La Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón (art. 17) tiene por finalidad, partiendo del análisis y diagnóstico del sistema territorial de Aragón, y de acuerdo con los objetivos y estrategias contenidos en el título preliminar de esta ley, determinar el modelo de ordenación y desarrollo territorial sostenible de toda la Comunidad Autónoma, las estrategias para alcanzarlo y los indicadores para el seguimiento de la evolución de la estructura territorial y su aproximación al modelo establecido.

Y las Directrices de Ordenación Territorial (art. 21) pueden pertenecer a las siguientes modalidades: a) Directrices zonales, con la finalidad de establecer la ordenación territorial de comarcas o zonas delimitadas por sus características homogéneas o funcionales. b) Directrices especiales, con la finalidad de ordenar la incidencia sobre el territorio de determinadas actividades económicas o administrativas, o de elementos relevantes del sistema territorial.

Expresamente se prevé que Los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales regulados en el Decreto Legislativo 1/2015, de 29 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Espacios Protegidos de Aragón, tienen, a los efectos establecidos en esta Ley, el carácter de Directrices de Ordenación Territorial especiales, pero se rigen por su normativa específica y tienen prevalencia sobre los instrumentos de ordenación territorial.

2.13.  Castilla-La Mancha

El legislador autonómico no establece una distinción entre planes de ordenación territorial y planes urbanísticos, sino que basa la distinción entre planes e instrumentos supramunicipales y municipales.

Los supramunicipales son los que tienen una visión territorial, distinguiendo los Planes de Ordenación del Territorio, los Planes y los Proyectos de Singular Interés (art. 17 del Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha).

LE INTERESA CONSULTAR La modificación del Decreto Legislativo 1/2010 por la Ley 1/2021, de 12 de febrero, de Simplificación Urbanística y Medidas Administrativas.


Los Planes de Ordenación del Territorio son instrumentos que, abarcando la totalidad o parte del territorio de la Comunidad Autónoma, tienen por objeto bien la ordenación integral, bien la de una o varias cuestiones sectoriales del ámbito a que se refieran. Los Planes de Ordenación del Territorio tienen como objetivo principal la organización racional y equilibrada del territorio y, en general, de los recursos naturales que procure la articulación, integración y cohesión de la Comunidad Autónoma tanto internamente como con el resto de España, así como la disposición de las actividades y usos que optimice las condiciones de vida en colectividad y armonice el desarrollo económico-social con el medio ambiente en general, la preservación de la naturaleza y la protección del patrimonio arquitectónico y del histórico y cultural.

Los Planes de Singular Interés tienen por objeto la ordenación y transformación urbanística del suelo en actuaciones de iniciativa pública de relevante interés social o económico en el ámbito regional cuya incidencia trascienda, por la magnitud, importancia o las especiales características que presenten, los límites del Municipio o Municipios en los que se asienten.

Finalmente, los Proyectos de Singular Interés tienen por objeto actuaciones de relevante interés social o económico, ordenándolas y diseñándolas, con carácter básico y para su inmediata ejecución, pudiendo comprender terrenos situados en uno o varios términos municipales y desarrollarse en cualquier clase de suelo. Su aprobación definitiva determinará, en su caso, la clasificación y la calificación urbanística de los terrenos a que afecten, conforme a los destinos para éstos en ellos previstos, debiendo adaptarse el planeamiento municipal a dichas innovaciones, mediante su modificación o revisión, según proceda. Puede comprobarse que estos instrumentos incluyen, además, determinaciones de naturaleza urbanística.

2.14.  Castilla y León

En Castilla y León, la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio diferencia los siguientes instrumentos de ordenación territorial: a) Directrices de Ordenación del Territorio de Castilla y León. b) Directrices de Ordenación de ámbito subregional. c) Planes y Proyectos Regionales. d) Planes de Ordenación de los Recursos Naturales (art. 5).

Las Directrices de Ordenación del Territorio de Castilla y León son el instrumento para la ordenación del conjunto de la Comunidad, y tendrán como objetivos fundamentales definir el modelo territorial de la misma, establecer el marco de referencia para los demás instrumentos territoriales o urbanísticos.

Las Directrices de Ordenación de ámbito subregional tendrán como objetivo la planificación de las áreas de la Comunidad que precisen una consideración conjunta y coordinada de sus problemas territoriales. A tal efecto, serán ámbitos prioritarios los definidos en la legislación sobre ordenación, servicios y gobierno del territorio y, en especial, las unidades básicas de ordenación y servicios del territorio y las áreas funcionales estables.

Los planes y proyectos regionales son los instrumentos de intervención directa en la Ordenación del Territorio de la Comunidad, distinguiéndose, en función de su naturaleza y objeto, los siguientes: a) Planes regionales de ámbito sectorial, que tienen por objeto ordenar y regular las

actividades sectoriales sobre el conjunto o partes de la Comunidad. b) Planes Regionales de ámbito territorial, que tienen por objeto planificar la ejecución de actuaciones industriales, residenciales, terciarias, dotacionales, de implantación de infraestructuras o de regeneración o renovación urbana, que se consideren de interés para la Comunidad. c) Proyectos regionales, que tienen por objeto planificar y proyectar la ejecución inmediata de las infraestructuras, servicios, dotaciones e instalaciones de utilidad pública o interés social, que se consideren de interés para la Comunidad.

Finalmente, los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales, sin perjuicio de su carácter de instrumentos de ordenación del territorio, se regularán por lo establecido en la normativa específica sobre conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestre.

2.15.  Madrid

La Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo de la comunidad de Madrid definió el marco específico y necesario de la política territorial y urbanística, sustituyéndose posteriormente las determinaciones urbanísticas por la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo.

Siguen vigentes, por tanto, las determinaciones territoriales entre las que se encuentran los instrumentos de ordenación del territorio, regulando: a) El Plan Regional de Estrategia Territorial. b) Los Programas Coordinados de la Acción Territorial. c) Los Planes de Ordenación del Medio Natural y Rural (art. 14 de la Ley 9/1995)

El Plan regional de estrategia territorial establece los elementos básicos para la organización y estructura del conjunto del territorio de la Comunidad, sus objetivos estratégicos y define el marco de referencia de todos los demás instrumentos o planes de ordenación del territorio.

Los programas de Coordinación de la Acción Territorial establecen, en el marco de las determinaciones del Plan Regional de Estrategia Territorial, la articulación de las acciones de las Administraciones públicas que requieran la ocupación o uso del suelo y tengan una relevante repercusión territorial.

Y los Planes de Ordenación del Medio Natural y Rural tienen por objeto la protección, conservación y mejora de ámbitos territoriales supramunicipales de manifiesto interés por su valor y características geográficas, morfológicas, agrícolas, ganaderas, forestales, paisajísticas o ecológicas, en desarrollo de las determinaciones medioambientales del Plan Regional de Estrategia Territorial.

Pero la Ley 9/1995, de 28 de marzo, urbanística también contiene determinaciones sobre el planeamiento territorial, como es el artículo 13 que reconoce la capacidad del planeamiento territorial para clasificar directamente terrenos, con plena y directa eficacia, cuando así esté previsto expresamente por la Ley de Ordenación del Territorio de la Comunidad de Madrid. La clasificación así dispuesta vincula en todo caso al planeamiento urbanístico.

2.16.  Murcia

En la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia se establecen como instrumentos ordinarios de ordenación del territorio, relacionados según su orden de prevalencia, los siguientes: a) Directrices de Ordenación Territorial. b) Planes de Ordenación Territorial. c) Programas de Actuación Territorial (art. 20).

Las directrices de ordenación territorial son instrumentos directores que tienen como finalidad la regulación de actividades y la coordinación de políticas urbanísticas y sectoriales con incidencia territorial, pudiendo abarcar todo el ámbito regional, un ámbito territorial determinado o sectores específicos de actividad.

Los Planes de Ordenación Territorial son instrumentos directores y operativos para la regulación de la política territorial en un ámbito espacial determinado o sector de actividad específica, en desarrollo de las Directrices de Ordenación Territorial, o de forma autónoma. Pueden contener la ordenación integrada de ámbitos subregionales, comarcales o supramunicipales, mediante la coordinación de las políticas sectoriales y urbanísticas de interés regional, para un desarrollo equilibrado y sostenible del territorio y la ejecución de infraestructuras generales y también pueden tener por objeto la planificación de sectores de actividad específica que por tener incidencia territorial requieren un instrumento técnico de apoyo para la expresión y formulación de sus políticas sectoriales.

Los Programas de Actuación Territorial son instrumentos de carácter ejecutivo y de programación a corto plazo de las previsiones de los Planes de Ordenación Territorial y, en su caso, de las Directrices de Ordenación Territorial, aunque excepcionalmente también podrán ser autónomos.

2.17.  Asturias

El Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo del Principado de Asturias diferencia como instrumentos de ordenación territorial a las Directrices de Ordenación Territorial, los Programas de Actuación Territorial y los Planes Territoriales Especiales de carácter supramunicipal, por un lado, las Evaluaciones de Impacto y el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales (art. 25).

Las Directrices de Ordenación Territorial son el instrumento expresivo de los fines y objetivos de la política territorial del Principado de Asturias, constituyendo el principal elemento de planificación y coordinación territorial y la base para el desarrollo de las actuaciones con incidencia territorial que hayan de producirse en la Comunidad Autónoma. Podrán referirse con carácter general a la totalidad del territorio del Principado de Asturias, a un territorio menor (subregionales) o estar destinadas a regular y orientar la incidencia territorial de las actividades sectoriales en el ámbito de la totalidad del Principado de Asturias o en un ámbito más reducido que se determine al efecto (sectoriales).

En desarrollo de las Directrices de Ordenación del Territorio podrán elaborarse Programas de Actuación Territorial, como instrumento que tendrá por objeto recoger de forma sistemática las actuaciones con incidencia en el territorio que vayan a realizarse por los diversos organismos y entidades de la Administración.

Cuando las Directrices de Ordenación Territorial consideren necesario el establecimiento de preceptos materialmente urbanísticos directamente aplicables, o resulte necesario para dar un contenido más detallado a la ordenación territorial, podrán aprobarse Planes Territoriales Especiales de ámbito supramunicipal.

Las Evaluaciones de Impacto son el conjunto de estudios y análisis encaminados a predecir, valorar y adecuar la posible incidencia que una actuación o grupo de actuaciones haya de tener sobre un ámbito espacial determinado; se diferencian la Evaluación de Impacto Ambiental y Evaluación Preliminar de Impacto Ambiental, referidas, en ambos casos, a la determinación del posible impacto sobre el medio ambiente natural o edificado y la Evaluación de Impacto Estructural, referida al análisis de los costes y beneficios económicos y sociales derivados directa e indirectamente de la actuación prevista, así como su incidencia en el sistema de núcleos de población, infraestructuras, equipamientos y servicios.


AL DETALLE El planeamiento territorial de las comunidades autónomas tiene una estructura jerarquizada, al igual que ocurre con el planeamiento urbanístico municipal.









9 Planeamiento territorial y autonomía local


 Uno de los principales problemas que conlleva el ejercicio por las Administraciones autonómicas de su potestad de planificación territorial, es el posible conflicto de intereses con la autonomía local en el ejercicio de su potestad de planeamiento y la derivada manifestación del ius variandi del mismo.

A pesar del contenido vinculante de las determinaciones territoriales, algún pronunciamiento jurisprudencial ha refrendado un instrumento de planeamiento urbanístico general que, aunque aprobado por la Administración autonómica, ha sido formulado y tramitado por la Administración local a cuyo ámbito se refiere. Sirva de ejemplo la STSJ de Andalucía de 1 de octubre de 2010, recurso 238/2008 (LA LEY 310269/2010) con esta afirmación: «En definitiva, concurre la excepción que regula el artículo 45.4 del POTA, y que ya se contemplaba en el artículo 9 de la LOUA, cumpliéndose las exigencias de esos preceptos que justifica plenamente la alteración del modelo de asentamiento, explicando por qué los desarrollos urbanísticos de ese sector no se localizan en el entorno del núcleo consolidado y los ubica coherentemente con la ordenación estructural, garantizando la no afección de los suelos que deben preservarse del desarrollo urbanístico» —el POTA es el instrumento de planificación territorial de ámbito autonómico y la LOUA la ley sectorial urbanística autonómica—.

Se ha de estar, pues, a los criterios establecidos por la jurisprudencia para determinar qué determinaciones del planeamiento territorial pueden vulnerar la autonomía local.

El motivo de impugnación basado en la vulneración de la autonomía local ha sido una constante en la jurisprudencia moderna en las impugnaciones de los planes de ordenación territorial. La STSJ de Andalucía de 25 de marzo de 2011, recurso 822/2007 (LA LEY 177544/2011) reproduce la doctrina más reciente del Tribunal Constitucional sobre la cuestión, de la que se transcribe que «las determinaciones discrecionales del plan, por otro lado, cuando afecten a materias que incidan sobre intereses supralocales, vinculándose con un modelo territorial superior al municipal, sí permiten intervenir a la Administración autonómica corrigiendo, modificando o sustituyendo las determinaciones discrecionales del plan, establecidas en la fase municipal del procedimiento. Dicho de otra forma, el posible control o modificación por la Comunidad Autónoma de todos aquellos aspectos discrecionales del planeamiento, estará en función de los intereses públicos concernidos, y aún en el caso de tratase de intereses locales, únicamente, que no se haya lesionado la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos». Por tanto, y como síntesis de la doctrina jurisprudencial sobre autonomía local, la sala mantiene las siguientes conclusiones:

«a) La garantía constitucional de la autonomía local es de carácter general y configuradora de un modelo de Estado.

b) La efectividad de la autonomía local requiere que las leyes aseguren al municipio su derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, con atribución de las competencias que proceda y de conformidad con los principios de descentralización y de máxima proximidad de la gestión administrativa a los ciudadanos —en ese sentido, por todas, sentencias del Tribunal Constitucional números 11/99, 54/04 y 240/06—.

c) La autonomía local es un concepto jurídico de contenido legal, esto es, que permite configuraciones diversas, válidas en cuanto respeten el núcleo esencial de la garantía institucional de esa autonomía —por todas, sentencias del Tribunal Constitucional números 214/84 y 46/92—.

d) La autonomía que se garantiza a los municipios en el artículo 140 de la Constitución es, pues, una autonomía en el marco de la Ley, sea estatal o sea autonómica, bien que el legislador debe respetar la esfera irreductible de la autonomía local.

e) Por consiguiente, no es posible considerar vulnerado el reconocimiento y garantía de la autonomía municipal cuando se atribuye esa vulneración a actuación de otra Administración Pública que se ha llevado a cabo dentro de los límites previstos en la norma —en ese sentido, por todas, sentencias del Tribunal Supremo de 20 de octubre de 2004 y 9 de junio de 2008—».

Partiendo de las anteriores conclusiones, la Sala del Tribunal Superior de Justicia señala que «las determinaciones que en el POTA se hacen sobre un modelo territorial, manifestado este en límites al crecimiento de las ciudades y poblaciones, con carácter general, y siempre y cuando tengan una fundamentación en un modelo territorial predeterminado, no pueden considerarse contrarias a la autonomía local (…). En conclusión, no habrá un atentado a la autonomía local sobre el diseño de la ciudad hecho por el municipio en la fase primigenia de la planificación urbanística si el POTA, con los límites establecidos en el artículo 45 del Decreto, no acaba convirtiéndose en un límite de crecimiento sin respaldo en evaluación estratégica territorial sobre la planificación del municipio. Teniendo en cuenta que en esta evaluación estratégica no sólo se deben tener en consideración características económicas, territoriales, poblacionales, sostenibilidad de los recursos referidos al propio municipio, sino también los correspondientes al territorio en el que éste se integra. Por ello si la evaluación estratégica del plan urbanístico, con el respaldo de justificación y motivación de la sostenibilidad entendida como se hace en el ámbito de la normativa europea, incluyendo la medioambiental, aconseja un modelo de crecimiento que, justificadamente, supere este límite establecido en el artículo 45, la opción municipal se encontraba respaldada por los mismos criterios que han llevado al POTA a establecer unos límites genéricos de crecimiento y, en consecuencia, el mismo POTA permitiría la superación de este límite».

Los límites cuantitativos de crecimiento contenidos en el plan territorial «no constituyen un imposible absoluto, sino una norma o criterio general que permite su superación cuantitativa, siempre y cuando se encuentre debidamente justificada en la propia participación municipal a la hora de elaborar los planes de ordenación del territorio de ámbito subregional, o la acreditación de la eficiencia de un desarrollo urbanístico configurado en el planeamiento municipal, y la acreditación, igualmente, de disponibilidad y suficiencia de los recursos hídricos y energéticos adecuados.

Es decir, el POTA no establece una prohibición sino un criterio general que debe respetarse salvo justificación razonable y puntual a través de la participación municipal en la elaboración del planeamiento subregional y el planeamiento urbanístico. Derecho de participación en el planeamiento que se configura, como hemos visto en la reseña de la doctrina del Tribunal Constitucional, como el núcleo duro de la defensa de la autonomía local en el ámbito de la planificación urbanística y territorial. Y que se puede materializar, de forma adecuada según la normativa europea traspuesta al derecho español, en la evaluación estratégica de la acción de planificación escogida. Evaluación estratégica territorial de la planificación urbanística que, en su caso, servirá de justificación para proponer crecimientos que superen los contemplados en el artículo 45 de la norma infringida. Pues como hemos visto, las limitaciones reales al crecimiento se encontrarán en la falta de justificación de las excepciones contempladas, así como en la falta de acreditación de la disponibilidad y suficiencia los recursos territoriales y ambientales necesarios para respaldar de crecimiento propuesto por el municipio».

Por todo lo anterior, señala el Tribunal que «todas estas razones nos llevan a desestimar también este motivo impugnatorio. Recordando, como hemos dicho con anterioridad, que la singularización y la individualización propugnadas por un determinado Municipio, tendrá que reconducirse no tanto a la contemplación como ilegal de unos límites de crecimientos justificados por razones de disposición y suficiencia de recursos, como la justificación, a través de la evaluación estratégica, de crecimientos que se aparten de lo contemplado por el POTA».

La claridad de la Sentencia en el sentido de no considerar absolutos los límites de crecimiento contenidos en el plan territorial en cuanto a la previsión del sistema de ciudades, permitiendo un diseño y evaluación del modelo de ciudad que pueda apartarse del mismo, pero siempre de manera justificada por razones de disposición y suficiencias de recursos y de evaluación estratégica, es igualmente recogida en otras de la misma Sala y con el mismo objeto, citando a título de ejemplo las siguientes: Sentencias de 25 de marzo de 2011, 17 de mayo de 2011, 23 de mayo de 2011, 14 de noviembre de 2011 y 23 de diciembre de 2012.







10 Relaciones de jerarquía


 Al respecto, debe estarse al alcance que la legislación territorial autonómica otorgue a las determinaciones de ordenación territorial contenidas en los instrumentos de esta naturaleza para concretar qué grado de vinculación tienen sobre el planificador urbanístico.

Con carácter general, los Planes de Ordenación del Territorio son públicos y vinculantes y el grado de vinculación de estos planes dependerá de la naturaleza de sus determinaciones, de conformidad con un triple alcance, aunque con diferentes denominaciones:

En un primer eslabón, los legisladores autonómicos suelen atribuir carácter vinculante a determinaciones de sus instrumentos de ordenación territorial por cuanto son directa e inmediatamente aplicable a los terrenos sobre los que incidan y que, como determinaciones de ordenación territorial, prevalecerán sobre las previsiones contrarias del planeamiento local.

En segundo lugar, otras determinaciones son vinculantes en cuanto a sus fines. Con sujeción a ellas, los órganos competentes de las Administraciones Públicas a quienes corresponda su aplicación establecerán las medidas concretas para la consecución de dichos fines. Son, por tanto, determinaciones vinculantes para la planificación, que no serán de aplicación directa e inmediata sobre el territorio, pero que vincularán directamente a los instrumentos de planeamiento local, que deberán adaptarse a sus determinaciones en su elaboración, aprobación, modificación o revisión, en el plazo que se señale.

Y, en último lugar, existen determinaciones orientativas, que constituirán criterios, directrices y guías de actuación de carácter no vinculante, informadores de las pautas que planificador territorial considera adecuadas para la actuación territorial y urbanística de los poderes públicos. Son recomendaciones de carácter indicativo dirigidas a las Administraciones Públicas que, en caso de apartarse de las mismas, deberán justificar de forma expresa la decisión adoptada y su compatibilidad con los objetivos de la Ordenación del Territorio.


AL DETALLE Las determinaciones territoriales pueden ser vinculantes directamente, vinculantes en cuanto a sus fines o simplemente recomendaciones.



En cuanto a la interrelación de los distintos planes territoriales y urbanísticos, los planes territoriales de ámbito autonómico serán vinculantes para el resto de los instrumentos de planificación territorial y para el planeamiento urbanístico general. Por su parte, los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional serán vinculantes para el Planeamiento Urbanístico General.

Respecto a las determinaciones del planeamiento territorial que sean vinculantes para el municipal, se ha de estar al régimen de adaptación que aquél establezca y, asimismo, al régimen transitorio de aplicación hasta entonces.

Ahora bien, el hecho de que el legislador autonómico haya establecido que el planeamiento territorial es vinculante para el municipal, no legitima a aquél para incluir determinaciones propias de los instrumentos de planeamiento de ámbito municipal.

El Tribunal Supremo en STS de 23 de enero de 2013, recurso 3631/2010 (LA LEY 947/2013), ha resuelto un recurso de casación interpuesto por la Generalidad de Cataluña contra la Sentencia con fecha 22 de abril de 2010 del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que estimó el recurso contencioso dirigido contra un Plan Director Urbanístico de ámbito territorial; confirma el Tribunal Supremo la declaración de nulidad del plan territorial diciendo que «en el caso presente, la Sala de instancia estimó el recurso al entender que las 4 condiciones para el desarrollo urbanístico del Sector 40 previstas en la ficha normativa del PDUSC 2 "[...] nada tienen que ver con los intereses, objetivos y finalidades supramunicipales del Plan Director, al descender a unas prescripciones de clara y nítida vocación municipal, en cada uno de ellos y en su conjunto...", razonamiento que se completa al indicar que las referidas condiciones son propias del planeamiento general ordinario o de planes parciales, lo que supone invasión de competencias municipales pues si tales condiciones se hubiera establecido por la Administración autonómica al aprobar esas figuras de planeamiento municipal se incurriría en la citada invasión de municipal de competencias urbanísticas, por lo que no se ajustaba a derecho la elevación de rango jerárquico que provocaba en Plan Director al incluir en su contenido prescripciones propias del planeamiento urbanístico municipal».

A salvo la inmiscusión competencial del planeamiento territorial en determinaciones propias del municipal, los legisladores autonómicos han previsto el carácter vinculante de las determinaciones territoriales.

Un interesante pronunciamiento lo constituye la STSJ de Baleares de 12 de marzo de 2009, recurso 179/2005 (LA LEY 41542/2009), que realiza una valoración muy significativa de la realidad territorial de la isla de Mallorca en los siguientes términos, para justificar la necesidad de que el planeamiento territorial establezca criterios vinculantes al planificador municipal: «Acuciada la isla de Mallorca por la construcción desmedida, a veces sin respeto a las reglas urbanísticas y a veces con abusos urbanísticos, incipientes hace tiempo y estallados hoy en día, para lo que se ha contado con el inestimable respaldo de que la autoridad urbanística no ha sabido —o no ha querido— extraer ni la respuesta disciplinaria precisa, al fin, franqueada la barrera que no puede —o no quiere— sujetar la acción de la autoridad municipal en todas las localidades, sea por lo pequeñas que son o sea por carecer de coraje suficiente para afrontar la envergadura de la presión de los intereses especulativos, resulta así ineludible la intervención rigurosa de la autoridad supralocal, en principio, menos permeable. Y avanza el resultado de su pronunciamiento manifestando respecto del instrumento de planificación territorial como es el Plan Territorial Insular, que puede llevar a cabo aquello que también pude hacer el plan urbanístico y, desde luego, predomina manifiestamente sobre el plan urbanístico».

Respecto a las relaciones de dependencia entre los instrumentos de planeamiento urbanístico y los de carácter territorial, la Sala utiliza términos tan relevantes como «incidir» e «imponer»; así señala que «los Planes Territoriales Insulares, disposiciones generales especiales, como instrumentos de ordenación del territorio, título competencial con ámbito material de enorme amplitud, según ya antes hemos señalado, inciden —y se imponen— en el planeamiento urbanístico ya que comprenden la delimitación de los distintos usos del suelo, precisamente en la ineludible búsqueda del equilibrio entre las distintas partes del territorio; pero de esa supremacía no cabe deducir que el Plan Territorial Insular pueda clasificar el suelo cuando no concurre un interés supramunicipal».

Respecto de dichas relaciones entre ambas figuras de planeamiento, señala la Sentencia que «en efecto, el Plan Territorial Insular, instrumento de ordenación global del territorio (…) no puede contrariar las determinaciones del planeamiento urbanístico y clasificar determinados terrenos como suelo urbano o urbanizable, objetivo puramente urbanístico, es decir, local y desligado por tanto de interés supramunicipal cualquiera. El Plan Territorial Insular establece un marco general de aplicación y cuida de la ordenación estructurante del territorio, de manera que, siempre en atención a los intereses supramunicipales concurrentes, como veremos, podrá desclasificar suelo, pero no podrá atribuirse —ni se le puede imponer— función que no le corresponde, es decir, que haga aquello que, acaso, incumbe al planeamiento urbanístico, esto es, clasificar terrenos como suelo urbano o urbanizable

El Plan Territorial Insular, como ya hemos dicho, se impone al planeamiento urbanístico; y ello es así precisamente por la prevalencia de lo supralocal, que es lo que aquél representa, sobre lo local, que es a lo que se ciñe el planeamiento urbanístico. De esa supremacía no deriva vulneración de la autonomía local puesto que, tal como ya hemos señalado en anteriores ocasiones —por todas, en las sentencias de la Sala números 42, 83 y 94 de 2003—, si bien el artículo 25 de la Ley 7/85 atribuye a los municipios la competencia en materia de ordenación urbanística, no cabe olvidar que tal atribución lo es únicamente en los términos fijados por las leyes, estatales o de la Comunidad Autónoma».

Mantiene, pues, la Sala el criterio de prevalencia del planeamiento territorial sobre el municipal, incluso a efectos de descalificar suelos clasificados como urbanizables por el planeamiento urbanístico municipal en atención a intereses supramunicipales concurrentes; sin embargo, la potestad de clasificación corresponde y se atribuye al planeamiento general municipal sin que el territorial puede atribuirse tal potestad, a riesgo de incurrir en una clara y manifiesta vulneración de autonomía municipal.

Partiendo de los argumentos anteriores, concluye la Sala que «la ordenación del territorio, competencia propia de los Consells Insulars atribuida por la Ley —artículo 4 de la Ley 6/99 y artículos 9 a 15 y Disposición Adicional Tercera de la Ley 14/00—, permite a aquellos dictar su Plan Territorial Insular, norma que, también por determinación legal, vincula y prevalece sobre la ordenación urbanística municipal. Y como quiera que esa delimitación no es irrazonable y tampoco priva por completo de espacio al derecho del municipio a gestionar los asuntos propiamente locales en materia urbanística, en definitiva, de ahí deriva que el Plan Territorial Insular no vulnera la autonomía municipal que garantiza la Constitución».
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